
Secretaría General
Secretaría de Asuntos Jurídicos

Departamento de Derecho Internacional

Comité Jurídico Interamericano

Curso de 
Derecho Internacional

48o

2023



Carta de la Organización de los Estados Americanos

Capítulo XIV

El Comité Jurídico Interamericano

Artículo 99
El Comité Jurídico Interamericano tiene como finalidad servir de cuerpo consultivo de la Organización en 

asuntos jurídicos; promover el desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional, y estudiar los problemas 
jurídicos referentes a la integración de los países en desarrollo del Continente y la posibilidad de uniformar sus legisla-
ciones en cuanto parezca conveniente.	 	

Artículo 100
El Comité Jurídico Interamericano emprenderá los estudios y trabajos preparatorios que le encomienden 

la Asamblea General, la Reunión de Consulta de Ministros de Relaciones Exteriores o los consejos de la Orga-
nización. Además, puede realizar, a iniciativa propia, los que considere conveniente, y sugerir la celebración de 
conferencias jurídicas especializadas.

Artículo 101
El Comité Jurídico Interamericano estará integrado por once juristas nacionales de los Estados miem-

bros, elegidos por un período de cuatro años, de ternas presentadas por dichos Estados. La Asamblea General 
hará la elección mediante un régimen que tenga en cuenta la renovación parcial y procure, en lo posible, una 
equitativa representación geográfica. En el Comité no podrá haber más de un miembro de la misma nacionalidad. 

Las vacantes producidas por causas distintas de la expiración normal de los mandatos de los miembros 
del Comité, se llenarán por el Consejo Permanente de la Organización siguiendo los mismos criterios establecidos 
en el párrafo anterior.

Artículo 102
El Comité Jurídico Interamericano representa al conjunto de los Estados miembros de la Organización, y 

tiene la más amplia autonomía técnica.

Artículo 103
El Comité Jurídico Interamericano establecerá relaciones de cooperación con las universidades, institutos 

y otros centros docentes, así como con las comisiones y entidades nacionales e internacionales dedicadas al estudio, 
investigación, enseñanza o divulgación de los asuntos jurídicos de interés internacional.

Artículo 104
El Comité Jurídico Interamericano redactará su estatuto, el cual será sometido a la aprobación de la 

Asamblea General.

El Comité adoptará su propio reglamento.

Artículo 105
El Comité Jurídico Interamericano tendrá su sede en la ciudad de Río de Janeiro, pero en casos especia-

les podrá celebrar reuniones en cualquier otro lugar que oportunamente se designe, previa consulta con el Estado 
miembro correspondiente.

Las opiniones expresadas en esta publicación son responsabilidad de cada uno de los autores y no necesariamente 
reflejan la postura de la Organización de los Estados Americanos. 
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El arbitraje 
transnacional: 
del exitoso presente 
al futuro incierto

I. Introducción 

El arbitraje internacional ha crecido y 
evolucionado en las últimas décadas 
al punto de convertirse en el principal 
mecanismo para resolver una amplia 
panoplia de controversias internacio-
nales, y respecto de algunas materias, 
con rango de jurisdicción cuasi ex-
clusiva. Esta expansión no fue solo 
geográfica sino también material, y 
de escala global. En la transición a 
lo que conocemos como el arbitraje 
contemporáneo, se forjaron una serie 
de atributos que permiten su adecua-
do funcionamiento y que podemos 
considerar esenciales. Sin embargo, 
esta expansión también aumentó ex-
ponencialmente la exigencia de los 
usuarios, así como el escrutinio del 
arbitraje en diversos frentes. 

En este contexto, se han planteado 
algunos interrogantes que todavía 
se mantienen latentes. Por un lado, 
encontramos los cuestionamientos 

sobre la legitimidad de este mecanis-
mo que opera fuera de las cortes es-
tatales que, al margen de si son justos 
o injustos, es importante atenderlos 
para que el arbitraje pueda adecuarse 
a las exigencias de la época. Por otro 
lado, respecto al funcionamiento del 
arbitraje, todavía se discute si puede 
concebirse como un verdadero orde-
namiento transnacional, lo cual de-
pende de su grado de vinculación con 
(o dependencia de) los ordenamientos 
nacionales, lo cual no es meramente 
teórico, sino que trae innumerables y 
decisivas consecuencias prácticas. A 
estas cuestiones sobre el estado ac-
tual del arbitraje, se le suman algunos 
interrogantes sobre los desafíos que 
enfrenta a futuro, ante una realidad 
tan cambiante, como su excesiva re-
gulación o el uso de la inteligencia 
artificial. 

Este curso trata del camino recorri-
do por el arbitraje como mecanismo 
de resolución de controversias en la 
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esfera global, (i) explicando las venta-
jas que le permitieron destacarse sobre 
otros foros e impulsaron su apogeo, 
y los atributos que fue desarrollando 
como habituales (y quizás esenciales); 
(ii) analizando algunas asignaturas 
pendientes, como los discursos so-
bre su legitimidad y su ambición de 
consagrarse como un ordenamiento 
transnacional; y (iii) planteando algu-
nos desafíos actuales y otros que se-
guramente se plantearán en un futuro 
cercano.

II. La situación actual del 
arbitraje internacional

1. La expansión geográfica y 
material del arbitraje 

Desde los años cincuenta del siglo pa-
sado, los poderes públicos estatales, 
así como las organizaciones interna-
cionales (gobernadas por Estados) 
han abrazado y apoyado al arbitraje, 
confirmando así su extraordinaria 
potencialidad en la promoción del 
comercio, a través de la resolución 
eficiente, previsible y relativamen-
te armonizada de las controversias 
mercantiles internacionales. Lo han 
hecho en diversas maneras, especial-
mente creando marcos legales favora-
bles para su desarrollo, tanto a nivel 

nacional como internacional y sos-
teniendo la creación de instituciones 
arbitrales sólidas. 

Ciertos instrumentos elaborados bajo 
los auspicios de las Naciones Unidas 
fueron claves para el éxito del arbitra-
je, en particular: (i) la Convención de 
Nueva York sobre el Reconocimiento 
y la Ejecución de Sentencias Arbitra-
les Extranjeras (de 1958) (“Conven-
ción de Nueva York”), hoy ratificada 
por más de 170 Estados1; (ii) el Regla-
mento de Arbitraje de la Comisión de 
las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional (“CNUD-
MI”) (de 1976 con sus modificaciones 
ulteriores), que inspiró muchos otros 
reglamentos de instituciones arbitra-
les y que ha sido ampliamente utili-
zado en todo tipo de arbitrajes; y (iii) 
la Ley Modelo de la CNUDMI sobre 
Arbitraje Comercial Internacional 
de 1985 (modificada en 2006) (“Ley 
Modelo”), que sirvió de inspiración 
para las leyes de arbitraje de aproxi-
madamente 100 Estados2. Estos ins-
trumentos consagraron los principios 
fundamentales para el adecuado fun-
cionamiento del moderno arbitraje 
internacional. Sobre esa base, aunque 
a distinto ritmo, la inmensa mayoría 
de los Estados fueron modernizando 
sus legislaciones arbitrales y desarro-
llando tendencias judiciales favorables 
al arbitraje. 
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Como consecuencia, en las últimas 
décadas se dio una notable expansión 
geográfica del arbitraje a nivel global3. 
Ello también abrió camino a una suer-
te de competencia entre las distintas 
jurisdicciones para destacarse como 
sedes arbitrales preferidas. Así, los 
Estados, tanto individual como colec-
tivamente, realizaron un gran aporte 
para posicionar al arbitraje como el 
método preferido de resolución con-
troversias internacionales para una 
gran variedad de materias. Hoy en día, 
se observa fácilmente que gran parte 
(sino la mayoría) de las disputas co-
merciales más relevantes o significati-
vas (sea por su monto, complejidad, o 
trascendencia) se resuelven mediante 
arbitraje4. Por tanto, el arbitraje tiene 
un impacto legal, económico y social, 
de alcance global5. 

La expansión del arbitraje no ha sido 
meramente geográfica, sino tam-
bién material. El espectro de tipos 
de disputas que pueden someterse a 

arbitraje se fue ampliando progresiva-
mente, y cuestiones que originalmen-
te no eran arbitrables, ahora lo son o 
existen menos limitaciones para ello, 
dependiendo de cada ordenamiento 
jurídico estatal6. Algunos ejemplos 
conocidos son los referidos a cues-
tiones: (i) sobre derecho de la com-
petencia; (ii) societarias; (iii) de insol-
vencia; (iv) de consumo; (v) laborales; 

“Hoy en día, se observa 
fácilmente que gran parte 
(sino la mayoría) de las 
disputas comerciales más 
relevantes o significativas (sea 
por su monto, complejidad, 
o trascendencia) se resuelven 
mediante arbitraje. Por tanto, 
el arbitraje tiene un impacto 
legal, económico y social, de 
alcance global.”
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y (vi) civiles o de familia (las últimas 
tres algo más controvertidas). Similar 
es la evolución de las cuestiones que 
involucran interés público, o – desde 
otra perspectiva – que afectan el or-
den público, cuya arbitrabilidad se ha 
ido ampliando paulatinamente, acep-
tándose en general que los árbitros 
decidan estas cuestiones, sin perjuicio 
del control judicial posterior.

De la mano de todo lo anterior, la co-
munidad arbitral ha crecido en todos 
los aspectos imaginables, incluyendo 
la cantidad y diversidad de abogados 
especialistas en arbitraje, árbitros inde-
pendientes, instituciones arbitrales ge-
neralistas y especializadas, asociaciones 
profesionales, programas de estudios, 
eventos profesionales y académicos, 
empresas que prestan servicios especí-
ficos a la comunidad arbitral, etc.7. Es 
sabido también que la figura típica del 
árbitro del inicio de la era moderna del 
arbitraje internacional (hace más o me-
nos medio siglo), que era la de un pres-
tigioso profesor, ha mutado a la figura 
ampliamente dominante del árbitro 
que es a la vez abogado, en general de 
una firma de abogados multinacional. 
Todo esto ha radicalmente cambiado 
el arbitraje internacional. De aquel me-
canismo que era escogido excepcional-
mente por algunas empresas sofistica-
das para resolver asuntos particulares, 

poco queda. Hoy la inclusión de cláu-
sulas arbitrales en contratos y todo 
tipo de acuerdos internacionales se ha 
vuelto rutinaria; lo raro es no encon-
trarlas. Como toda situación de creci-
miento exponencial, la metamorfosis 
no está exenta de riesgos y conflictos. 
El círculo virtuoso siempre está a un 
paso de viciarse. Y tanto la comuni-
dad arbitral como los Estados tienen 
que estar atentos para que el tren no se 
descarrile.

2. Las características 
“esenciales” del arbitraje 
contemporáneo

Con su expansión geográfica y mate-
rial, el arbitraje moderno fue forjan-
do ciertos atributos que se volvieron, 
con o sin razón, habituales y, en al-
gunos casos, llegaron a ser consi-
deradas esenciales. Estos atributos 
surgen (directa o indirectamente) de 
una combinación de diversas fuentes, 
como la Convención de Nueva York, 
las legislaciones de arbitraje naciona-
les (muchas veces inspiradas en la Ley 
Modelo), los reglamentos de arbitraje 
utilizados por las partes, y la práctica 
de los tribunales arbitrales y judiciales. 
La lista de estos atributos puede dife-
rir sutilmente según quien la prepare, 
pero los siguientes son algunos de los 
principales ejemplos. 
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A) Respecto a cuestiones jurisdic-
cionales, encontramos las siguientes 
características: (i) el principio de Kom-
petenz-Kompetenz que establece el 
poder de los árbitros de decidir sobre 
su propia competencia, incluyendo el 
efecto negativo de este principio que 
permite a los árbitros hacerlo con prio-
ridad a las cortes de control; (ii) la au-
tonomía o separabilidad de la cláusula 
arbitral, que implica que la invalidez 
de un contrato no afecta la validez de 
la cláusula arbitral contenida en dicho 
contrato, sino que esta última debe 
evaluarse separadamente; y (iii) el con-
trol limitado del laudo arbitral a unas 
causales concretas si alguna de las par-
tes plantea su nulidad (en particular, 
respecto de la jurisdicción arbitral, el 
principio Komptenz-Komptenz juega 
como una regla de prioridad que no 
excluye la revisión de la decisión arbi-
tral en sede judicial).  

B) En cuanto a cuestiones proce-
sales, se mencionan habitualmente 
las siguientes características: (i) el de-
recho de las partes de elegir a los ár-
bitros (directa o indirectamente) ; (ii) 
la confidencialidad; y (iii) la aplicación 
generalizada de la ley de la sede para 
regular cuestiones procesales no regu-
ladas en el reglamento aplicable a la 
que se llega a llamar lex arbitri (las dos 
últimas características han sido pues-
tas saludablemente en entredicho en 
los últimos años). 

C) Otras características, más gene-
rales, incluyen: (i) la intervención mí-
nima durante el arbitraje de las cortes 
nacionales (en general, de la sede del 
arbitraje), sólo en las cuestiones espe-
cialmente previstas; (ii) la deferencia a 
la autonomía de la voluntad (en mate-
ria procesal y sustantiva); y (iii) la in-
munidad de los árbitros en el ejercicio 
de sus funciones.
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Sin duda, todos estos atributos ayu-
daron a la construcción del arbitraje 
moderno. Sin embargo, con la pre-
ponderancia que ha logrado el arbitra-
je globalmente, es difícil justificar que 
todos sean esenciales, en el sentido 
de que no podría existir o funcionar 
sin ellos. En algunos casos, de hecho, 
funcionaría mejor sin ellos. En parti-
cular, (i) las reglas de confidencialidad 
y de inmunidad absoluta de los árbi-
tros obstaculizan una aprobación de 
legitimidad genuina; y (ii) la aplicación 
automática de la ley de la sede para re-
gular el funcionamiento del arbitraje, 
así como la jurisdicción automática de 
las cortes de la sede para supervisar 
el arbitraje, son una suerte de dogmas 
que impiden al arbitraje consagrarse 
como un verdadero ordenamiento 
transnacional. Por tanto, como se de-
sarrolla más abajo, deben repensarse 
estos aspectos para abrir una nueva 
etapa de evolución. 

III. La ecuación política del 
arbitraje transnacional

1. Justicia privada vs. 
privatización de la justicia 

En las últimas décadas hemos visto 
un trasvase desde el foro judicial al 
foro arbitral de un amplio abanico 

de controversias internacionales, pri-
vadas, públicas y mixtas. Esta es una 
de las manifestaciones de la llamada 
“privatización” de la ejecución del de-
recho, la cual se desarrolla en paralelo 
con la privatización de la elaboración 
del derecho comercial internacional8. 
Para continuar esta tendencia, el ar-
bitraje debe mantener sus ventajas 
comparativas respecto a otros me-
canismos disponibles. En particular, 
debe evitar caer en la llamada “tec-
nocratización”, fenómeno en que los 
jueces se convierten en tecnócratas 
que aplican criterios excesivamente 
rígidos del razonamiento jurídico. En 
efecto, una cosa es conocer las nor-
mas de derecho (procesales o sustan-
tivas), y otra cosa es saber cuándo y 
en qué medida corresponde aplicar-
las. Esto último depende de la disputa 
específica, del contrato subyacente, el 
contexto en que surgió el mismo, los 
objetivos comerciales de las partes, 
las particularidades de la industria re-
levante, las coyunturas de una realidad 
determinada, la urgencia de ciertas 
cuestiones, entre otras sutilezas. Esto 
de ninguna manera significa que los 
jueces públicos no estén preparados 
para resolver disputas internacionales; 
pero es una realidad que, en muchos 
Estados, los jueces suelen especia-
lizarse en un área del derecho (por 
ejemplo, actuando dentro de marcos 
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jurisdiccionales especializados de de-
recho civil, comercial o administrati-
vo) y no tanto en industrias específi-
cas, tienen un abrumador caudal de 
casos que limita su disponibilidad, y 
el tenor de los mismos es primordial-
mente local9. 

Tratándose de controversias interna-
cionales, las partes suelen buscar algo 
más que la estricta y aislada aplicación 
del derecho sustantivo y procesal. 
Entre otros motivos, recurren al ar-
bitraje porque pueden (directa o in-
directamente) seleccionar árbitros (i) 
que tienen conocimiento del negocio 
y la industria, de los usos y principios 
relevantes, de la psicología de los co-
merciantes, con buena reputación y 
experiencia en situaciones similares10; 
y (ii) que podrán adaptar el proceso a 
medida, considerando las necesidades 
y preferencias de las partes (por ejem-
plo, un caso sobre una construcción 
en curso o vinculado con una activi-
dad de una start up tecnológica puede 
requerir plazos particularmente cor-
tos). De modo que la tarea encomen-
dada a un árbitro es muy distinta a la 
de un tecnócrata. 

Así las cosas, el arbitraje no es (o no 
debe ser) solo un trasvase de la justi-
cia estatal a una sala privada. Se trata 
de mucho más que eso. Por tanto, el 

arbitraje debe continuar aceitando to-
dos sus engranajes para no caer en la 
tecnocracia, estar atento a las exigen-
cias de los tiempos, y convertirse en 
un verdadero ordenamiento transna-
cional, que, aunque beba en las aguas 
de los derechos nacionales y del de-
recho internacional, se diferencie de 
ellos, sobre todo por la priorización 
de las mejores reglas, principios y 
prácticas. Esta “privatización” virtuo-
sa de la justicia (que, en realidad, sólo 
funciona cuando mantiene un diálo-
go fluido y cooperativo con la justicia 
estatal) requiere resolver ciertas cues-
tiones sobre la legitimidad del arbi-
traje, como se discute en la siguiente 
sección. 

2. Los discursos sobre la 
legitimidad del arbitraje 
internacional

Con la expansión del arbitraje tam-
bién aumentó el escrutinio sobre su 
legitimidad como método para resol-
ver controversias11. Esto se dio prin-
cipalmente respecto del arbitraje de 
inversión, debido al involucramiento 
de los Estados y su impacto más evi-
dente en cuestiones de interés público 
y en medidas adoptadas por el poder 
público. En los últimos quince años, 
justo cuando el arbitraje de inversión 
comenzaba a demostrar su potencial 
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concitando el interés de inversores en 
buena parte del mundo, una tormen-
ta de cuestionamientos lo empujó al 
borde de la cornisa, amenazando su 
propia existencia. Si bien esos cues-
tionamientos salpicaron un poco al 
arbitraje comercial, este logró mante-
nerse relativamente al margen. Segu-
ramente por eso, los intentos de re-
formar el arbitraje comercial han sido 
bastante más tímidos que en el arbi-
traje de inversión; y, desde ya, las solu-
ciones propuestas para este no son di-
rectamente trasladables a aquel12. Sin 
embargo, la legitimidad del arbitraje 

comercial no deja de ser una asigna-
tura pendiente si pretende convertirse 
en un verdadero ordenamiento trans-
nacional, pues cualquier ejercicio de 
autoridad requiere legitimidad. 

Conforme al diccionario, el término 
“legitimidad” refiere a la “legalidad”, 
“validez”, o “autenticidad”13. En el 
marco de esta discusión, usualmente 
nos referimos, no sólo a que el recur-
so al arbitraje sea acorde a la ley, sino 
también a que esté justificado, sea con-
fiable, y, sobre todo, tenga aprobación 
general. En esto último radica el pun-
to esencial de la legitimidad; en otras 
palabras, la legitimidad del arbitraje 
tiene mucho que ver con la percep-
ción generalizada (de los usuarios, de 
los Estados, de las organizaciones in-
ternacionales, del público en general) 
de su legalidad, eficiencia y necesidad. 
Por años, la doctrina se ha esforzado 
en buscar las fuentes de esa legitimi-
dad. En general, se han identificado 
tres supuestas fuentes: (i) la autono-
mía de la voluntad, pues el arbitraje 
nace del consentimiento de las partes; 
(ii) el uso generalizado de cláusulas ar-
bitrales en los contratos internaciona-
les, en tanto demuestra la preferencia 
de los usuarios; y (iii) su efectividad, 
la cual comprueba que cumple las 
expectativas de los usuarios, retroali-
mentando las dos primeras. 

“el arbitraje debe continuar 
aceitando todos sus engranajes 
para no caer en la tecnocracia, 
estar atento a las exigencias de 
los tiempos, y convertirse en 
un verdadero ordenamiento 
transnacional, que, aunque 
beba en las aguas de los 
derechos nacionales y del 
derecho internacional, se 
diferencie de ellos, sobre todo 
por la priorización de las 
mejores reglas, principios y 
prácticas.”
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Por más verdaderas y valiosas que son 
estas cualidades, es difícil encontrar en 
ellas una fuente de legitimidad. La au-
tonomía de la voluntad y el uso masi-
vo de las cláusulas arbitrales muestran, 
como máximo, la percepción de la 
legitimidad por parte de los usuarios, 
pero no explican realmente una legi-
timidad intrínseca. La efectividad, por 
su parte, muestra más bien el resulta-
do satisfactorio de recurrir al arbitraje, 
pero nada dice sobre si dicho recurso 
es legítimo o no, en primer lugar14. El 
arbitraje no puede conformarse con 
que las partes lo elijan o con ser efec-
tivo; como método de resolución de 
controversias, debe revestir una legiti-
midad institucional equivalente a otros 
sistemas. Los árbitros internacionales 
no sólo resuelven disputas específi-
cas que afectan a las partes, sino que 
son un órgano de gobernanza global 
(tanto más cuando se toma en con-
sideración el carácter de jurisdicción 
cuasi exclusiva que el arbitraje ha al-
canzado en ciertas materias) y, como 
tal, deben contribuir a valores más 
amplios como el estado de derecho, la 
democracia, e incluso los derechos hu-
manos15. Por eso no es raro que el dis-
curso sobre la legitimidad del arbitraje 
alcance algunas veces perfiles políticos 
acentuados16. 
  

La tarea de legitimar el arbitraje no 
debe confundirse con alegar su per-
fección, pues ningún mecanismo de 
resolución de disputas es perfecto17. 
Como alguna vez se dijo, “el arbitraje 
es la peor de las formas de resolución 
de disputas internacionales, salvo por 
todas las otras formas que se han in-
tentado de tanto en tanto”18. Si bien 
son varios los elementos del arbitraje 
que informan su legitimidad, hay cua-
tro vectores que sirven como sus ver-
daderos pilares: (i) la transparencia; (ii) 
la consistencia; (iii) la responsabilidad 
de los participantes, en particular de 
los árbitros; y (iv) la diversidad19. 

A) Transparencia. La transparencia 
ofrece una base más firme de legiti-
midad, al permitir un mejor control 
del arbitraje20. No me refiero aquí al 
control estatal, que siempre está la-
tente mediante los procedimientos de 

“...la legitimidad del arbitraje 
tiene mucho que ver con 
la percepción generalizada 
(de los usuarios, de los 
Estados, de las organizaciones 
internacionales, del público 
en general) de su legalidad, 
eficiencia y necesidad.”
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anulación y de ejecución de laudos21, 
sino a uno de alcance general de parte 
de todos los participantes del arbitra-
je, incluyendo a los usuarios, los abo-
gados, los árbitros, las instituciones 
arbitrales, e incluso la sociedad civil. 
Para ello, la transparencia debería 
alcanzar, (i) por lo menos, la revela-
ción de los nombres de los árbitros, 
de los abogados, y de los expertos, 
e (ii) idealmente, también los hechos 
del caso, y la decisión del tribunal con 
su razonamiento. Esto último puede 
hacerse anonimizando la identidad de 
las partes, así como cualquier infor-
mación sensible (como proyectos de 
negocio, o estados contables). Así se 
lograría un control generalizado, me-
diante el conocimiento de los árbitros, 
su disponibilidad, su experiencia, y el 
riesgo de conflictos de intereses, entre 
otras cuestiones. Ello, además de po-
der conocerse los precedentes. Esta 
información es clave para desarrollar 
el arbitraje y el derecho sustantivo22. 

Tradicionalmente, la regla ha sido 
que los arbitrajes y los laudos son 
confidenciales a menos que las par-
tes consientan su publicación23. La 
confidencialidad se instaló desde 
temprano como un principio del ar-
bitraje comercial, principalmente 
porque este suele involucrar a par-
tes privadas cuyos negocios también 

son confidenciales. Sin embargo, es-
tos motivos son un tanto simplistas 
porque no es cierto que el arbitraje 
comercial nunca involucre a Estados, 
entidades estatales, ni el interés públi-
co, y no se explica cómo los usuarios 
podrían verse afectados por la publi-
cación de laudos anónimos. 

Es por eso que no debe sorprender 
que, en los últimos tiempos, la trans-
parencia haya ganado considerable-
mente terreno. Uno de los primeros 
pasos fue aquel de la London Court 
of  Arbitration (“LCIA”) de publicar 
decisiones anónimas sobre recusacio-
nes de árbitros. Más recientemente, la 
Corte Internacional de Arbitraje de 
la Cámara de Comercio Internacio-
nal (“CCI”) comenzó a publicar los 
nombres de los árbitros, el método 
de su designación, el nombre de los 
abogados, y los sectores involucra-
dos en sus casos24. Además, algunos 
nuevos reglamentos arbitrales prevén 
la confidencialidad sólo a solicitud de 
las partes25. 

Aunque la tendencia hacia la transpa-
rencia es notable, incluyendo las ini-
ciativas relativas a la publicidad de los 
laudos, la práctica muestra que, en ge-
neral, las partes prefieren no hacerlo, 
aunque para preservar su identidad y 
no el propio caso26. Esa preferencia es 
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respetable, y el verdadero problema es 
cuando los usuarios solo tienen una 
elección binaria entre publicar o no 
el laudo, sin soluciones intermedias, 
como la redacción de sus nombres y 
de cualquier información confiden-
cial. Así, la CCI ha tomado la iniciati-
va de fomentar una mayor publicidad 
de laudos anónimos, mediante una 
colaboración con una plataforma de 
búsqueda especializada (Jus Mundi)27. 
Estas iniciativas muestran un avan-
ce en la dirección correcta, aunque 
tomará tiempo lograr un verdadero 
cambio de paradigma que permita lo 
que podríamos llamar un mejor con-
trol de legitimidad. 

B) Coherencia. La coherencia de las 
decisiones (que, obviamente, nunca 
llega a ser absoluta28) es fundamental 
en un ordenamiento jurídico sólido, 
pues es la contracara de la expectativa 
de seguridad jurídica. Es por eso que 
puede funcionar como fuente de legi-
timidad del arbitraje, desvirtuando la 
impresión que parece tenerse a veces 
de que los árbitros deciden con total 
desapego a la evolución de las nocio-
nes jurídicas. En la práctica, siempre 
que los árbitros tienen acceso a pre-
cedentes que han tratado las mismas 
cuestiones que les toca resolver (por-
que alguna parte los ha invocado), 
suelen al menos considerarlos, sea 
para seguirlos o para explicar por qué 

no corresponde hacerlo29. Ahora bien, 
la aplicación automática de los prece-
dentes es tan indeseable como la falta 
de ella; el uso casual, vago o impreciso 
de los precedentes (por ejemplo, sin 
considerar las diferencias del marco 
fáctico) no agrega valor real. Tampo-
co la doctrina de los precedentes vin-
culantes (stare decisis), donde la co-
herencia se basa principalmente en la 
jerarquía de los tribunales. En cambio, 
es más valioso un sistema donde los 
precedentes sean seguidos en virtud 
de su relevancia (por tratarse de casos 
comparables), y su persuasión (por la 
razonabilidad de sus fundamentos)30. 
Por supuesto, esto se vincula con la 
necesidad de mayor transparencia; a 
medida que más laudos vean la luz, 
los árbitros deberían considerarlos, 
juzgar su relevancia y persuasión, y, 
cuando corresponda, aplicarlos. Ello 
llevaría a mejores decisiones, una línea 
jurisprudencial consistente, y mayor 
legitimidad31.

“...verdaderos pilares: 
(i) la transparencia; (ii) 
la consistencia; (iii) la 
responsabilidad de los 
participantes, en particular 
de los árbitros; y (iv) la 
diversidad.”
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C) Responsabilidad de los árbitros. 
Los actores del arbitraje, principalmen-
te los árbitros, deben responder por el 
rol crucial que ocupan. Esto es clave 
para legitimar el arbitraje, pues no hay 
motivo para que los árbitros no sean 
tan responsables como sus colegas pú-
blicos32. No por el riesgo de situaciones 
extremas (como la corrupción), sino 
también de otras posibles falencias en 
el ejercicio de sus funciones, que, si 
bien son aisladas, ocasionalmente ocu-
rren33. Lo que se requiere es una res-
ponsabilidad “subjetiva”, vinculada a 
la neutralidad y al comportamiento de 
los árbitros34, y no “objetiva” respecto 
al laudo. A su vez, esta responsabili-
dad puede ser exógena o endógena. La 
primera refiere al control del Estado, 
y se garantiza mediante los procesos 
de anulación y ejecución de laudos. La 
segunda refiere al control interno del 
propio ordenamiento arbitral y de sus 
usuarios35. Si bien la responsabilidad 
endógena se potencia con la presión 
exógena, la comunidad arbitral debe 
reforzar sus mecanismos de autocon-
trol36. Cada vez se dan más pasos en 
este sentido; por ejemplo, indagando 
sobre la disponibilidad real de los árbi-
tros, o aplicando estándares exigentes 
de independencia e imparcialidad37. 

Muchos reglamentos arbitrales pre-
vén la “no responsabilidad” de los 

árbitros38. Esta inmunidad, sin embar-
go, no es absoluta, y se limita a pro-
teger al árbitro de presiones que pue-
dan comprometer sus funciones; por 
ejemplo, liberándolo de ser llamado a 
testificar en procedimientos judiciales 
vinculados al arbitraje. Algunas leyes 
nacionales prevén la responsabilidad 
civil y penal de los árbitros en caso de 
negligencia grave39. Por ejemplo, hace 
unos años, el Tribunal Supremo espa-
ñol determinó la responsabilidad de 
dos árbitros por haber excluido de las 
deliberaciones al tercer árbitro (lo que 
ocasionó la anulación del laudo), y les 
ordenó reembolsar sus honorarios40. 

Si bien el foco principal está en la res-
ponsabilidad de los árbitros, el mismo 
rigor debe caer sobre las instituciones 
arbitrales, las partes, y sus abogados, 
por ejemplo, respecto a sus obligacio-
nes éticas. Desde ya, si estas decisio-
nes son correctas o no bajo el derecho 
aplicable es una cuestión que corres-
ponde a las cortes competentes; lo 
relevante es que existan mecanismos 
para que los actores del arbitraje res-
pondan cuando sea necesario. Tanto 
para aumentar su legitimidad, como 
para consolidarse como un ordena-
miento transnacional, la comunidad 
arbitral debería reforzar sus meca-
nismos de control endógenos para lo 
cual la transparencia es fundamental. 
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Soy consciente de que este discurso 
puede sonar totalmente ingenuo o 
basado en una absoluta desinforma-
ción, a poco que se tenga en cuenta lo 
ocurrido en algunos países de nuestra 
región en relación con casos en los 
cuales árbitros prestigiosos han sido 
perseguidos penalmente por razones 
que no tienen nada que ver con su 
negligencia o su inconducta. Infeliz-
mente, nadie está exento de que partes 
perdidosas utilicen recursos torticeros 
totalmente infundados para resistir la 
eficacia de los laudos arbitrales, ni de 
que los medios disponibles judicial-
mente se utilicen de modo indebido, 
incluso por parte del ministerio públi-
co, para influir en el desarrollo y en el 
resultado de procesos arbitrales. Estas 
situaciones repudiables, no deberían 
sin embargo ensombrecer el progreso 
de un discurso más responsable de la 
actuación de árbitros e instituciones 
arbitrales. 

D) Diversidad. Si bien ha habido 
avances notables al respecto, otro de 
los cuestionamientos a la legitimidad 
del arbitraje suele llamar la atención 
acerca de la limitada diversidad de la 
nómina de árbitros. A menudo se ha-
bla del “club de árbitros” porque pa-
reciera que las mismas personas son 
designadas en la mayoría de los casos 
de mayor relevancia. Esta situación ha 

sido más notoria en el arbitraje de in-
versión por la publicidad de los casos 
y por el antagonismo entre la posición 
de los Estados y los inversores, aun-
que también se presenta en el arbitra-
je comercial. En ambos campos, es 
innegable que una mayor diversidad 
geográfica, cultural, étnica, y genera-
cional de los árbitros podría impactar 
positivamente tanto en la calidad del 
arbitraje como en la percepción del 
público, aumentando la legitimidad41. 
Aunque parece haber consenso al 
respecto, la implementación de es-
tas ideas es un proceso lento porque 
al proponer un candidato a árbitro, 
siempre existe la tentación de atarse a 
quienes han probado estar calificados, 
en lugar de arriesgarse a descubrir las 
calificaciones de un nuevo candida-
to. Esto es entendible desde la óptica 
de las partes, quienes quizás tienen 
un solo arbitraje en toda su historia, 
pero es menos entendible respecto a 
abogados, árbitros e instituciones que 
tienen mayores oportunidades para 
hacer lugar a nuevos árbitros. Afortu-
nadamente, la comunidad arbitral ha 
dado pasos firmes en dirección a la di-
versidad, monitoreando las estadísti-
cas de diversidad y promocionando el 
perfil de árbitros nuevos. En la prác-
tica, su implementación requiere que 
las partes, sus abogados, los árbitros, 
y las instituciones, se aseguren que las 
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listas de candidatos a árbitro en las 
que intervienen sean más diversas. 
Una mayor publicidad de los laudos 
también permitiría que se conozca el 
trabajo de nuevos árbitros, aumentan-
do las posibilidades de que sean con-
siderados para futuras designaciones.  
A todo esto, tal vez debería agregar-
se un elemento de “comunicación” 
hacia el mundo exterior. Es que la 
comunidad arbitral, a pesar de su cre-
cimiento considerable en los últimos 
años, a veces se encuentra demasiado 
encapsulada, y si bien toma nota de 
las críticas externas, las suele discutir 
internamente y mediante conceptos 
técnicos propios del sistema arbitral. 
Esto, desde ya, es valioso para que la 
propia comunidad arbitral realice los 
ajustes necesarios, pero aun cuando 
los hace, no siempre son transmitidos 
con claridad al público general. Dado 
que la percepción externa tiene una 
enorme influencia en la legitimidad 
del arbitraje, parte de los esfuerzos 
deberían focalizarse en esta dirección. 

En suma, que un arbitraje concreto 
afecte primariamente a las partes in-
volucradas, no implica que no forme 
parte de un contexto más amplio. El 
universo de arbitrajes en su conjunto 
constituye el centro de la resolución 
de controversias transnacionales, con 
un serio impacto en la gobernanza 

global. A la justicia pública se le exi-
gen altos estándares de transparencia, 
consistencia y responsabilidad, y no 
hay motivo para que no se lo haga con 
los árbitros. Al contrario, sólo garan-
tizando estas premisas fundamentales 
(así como la diversidad), el arbitraje 
podrá alcanzar una legitimidad genui-
na como ordenamiento transnacional. 
Esa preocupación auténticamente 
transnacional puede hacer del arbi-
traje una herramienta clave para reso-
lución de litigios en los que estén en 
juego las preocupaciones esenciales 
de la comunidad internacional, como 
son los que impactan en cuestiones 
atinentes a la emergencia climática42.

IV. ¿Cuán transnacional es 
el arbitraje transnacional?

1. Las manifestaciones de la 
transnacionalidad del arbitraje 

A pesar de que el arbitraje se ha con-
vertido en el principal mecanismo de 
resolución de controversias para un 
gran número de negocios interna-
cionales, es más discutible que haya 
logrado consagrarse como un orde-
namiento jurídico verdaderamente 
transnacional. Para ello, el arbitra-
je debe funcionar de acuerdo con 
reglas previsibles, adaptadas a sus 
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peculiaridades, en un contexto en el 
cual los árbitros (y los jueces cuando 
se ocupan de cuestiones arbitrales) no 
recurran necesaria y automáticamente 
al derecho nacional en todas las situa-
ciones a las que se enfrentan43. 

En asuntos internacionales, los usua-
rios recurren al arbitraje buscando 
un sistema de resolución de contro-
versias que, por un lado, ofrezca las 
mismas (o quizás mejores) garantías 
de debido proceso que las cortes 
estatales, pero que al mismo tiem-
po sea más especializado, imparcial, 
flexible, eficiente, y atento a sus ne-
cesidades. Los usuarios también bus-
can un sistema menos influenciado 
por las particularidades del derecho 
nacional. El arbitraje cumple estos 
requisitos porque ha logrado cierta 
independencia del derecho interno. 
Por años, los árbitros, jueces y diver-
sos organismos que elaboran instru-
mentos de soft law han desarrollado 
normas arbitrales “transnacionales”. 
Un ejemplo de ello es el principio de 
“la competencia de la competencia” 
(Komptenz-Kompetenz), que ahora 
está tan impregnado en el derecho na-
cional que uno tiende a olvidar que no 
siempre fue así. Otros ejemplos son 
las reglas ampliamente uniformes en 
los principales reglamentos arbitrales, 
o aquellas de soft law elaboradas por 

la IBA en materia de producción de 
prueba o conflicto de intereses. Poco 
a poco, así han ido surgiendo una se-
rie de principios transnacionales44. 

Sin embargo, la autonomía de la vo-
luntad parece limitarse a elegir un 
ordenamiento nacional y un regla-
mento arbitral de preferencia. Este 
es un primer paso hacia la transna-
cionalización, pero el derecho inter-
no todavía influye demasiado en el 
funcionamiento del arbitraje. Esta 
dependencia del derecho nacional 
presenta un problema de conflicto de 
leyes que deriva en falta de uniformi-
dad, incertidumbre, y riesgo de aplicar 

“A la justicia pública se le 
exigen altos estándares de 
transparencia, consistencia 
y responsabilidad, y no hay 
motivo para que no se lo 
haga con los árbitros. Al 
contrario, sólo garantizando 
estas premisas fundamentales 
(así como la diversidad), el 
arbitraje podrá alcanzar una 
legitimidad genuina como 
ordenamiento transnacional.”
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soluciones no adecuadas al arbitraje, 
lo cual atenta contra su vocación de 
transnacionalidad45. 

Para completar este proceso todos los 
participantes del arbitraje deberían 
combatir algunos dogmas, y conven-
cerse de que la legislación nacional 
(incluida la ley de la sede), debería 
ocupar un papel significativamente 
menor46. Cabe entonces preguntarse 
si existe alguna alternativa al método 
conflictualista, entendido en su senti-
do más clásico, es decir, el que consiste 
en la aplicación mecánica de un deter-
minado ordenamiento estatal. Claro 
que la hay, mediante la aplicación de 

reglas transnacionales diseñadas espe-
cíficamente para el arbitraje, en lugar 
de aplicación lisa y llana de reglas de 
derecho estatal. Otra cosa, diferente, 
es que las reglas estatales puedan ser 
importantes en la elaboración del de-
recho transnacional47. Es decir, la ver-
dadera solución requiere identificar 
en los ordenamientos nacionales y en 
la práctica arbitral aquellas tendencias 
predominantes que puedan existir y 
que se adecuen a las necesidades de 
los casos transnacionales, darles pre-
ponderancia por sobre el derecho na-
cional en los casos concretos48. Para 
ello, desde ya, es fundamental que 
el arbitraje presente un alto grado 
de legitimidad (como se discute más 
arriba).

El problema, sin embargo, es que, 
para una gran cantidad de cuestiones 
todavía no existen reglas transnacio-
nales. Y si bien las partes pueden di-
señar sus propias reglas, es imprac-
ticable e ineficiente regular todo el 
universo de potenciales situaciones. 
Por eso, se debe continuar desarro-
llando nuevas soluciones transnacio-
nales. Vale aclarar que esas soluciones 
deben apuntar a cuestiones estructu-
rales para el funcionamiento del ar-
bitraje, evitando caer en una excesiva 
regulación (o “judicialización”) que 
neutralice las ventajas del arbitraje, 

“En asuntos internacionales, 
los usuarios recurren al 
arbitraje buscando un sistema 
de resolución de controversias 
que, por un lado, ofrezca las 
mismas (o quizás mejores) 
garantías de debido proceso 
que las cortes estatales, pero 
que al mismo tiempo sea 
más especializado, imparcial, 
flexible, eficiente, y atento a sus 
necesidades.”
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como la flexibilidad procesal49. Esta 
tarea es más factible desde el soft law, 
mediante instrumentos especializados 
y eficientes, como algunos ya consa-
grados, pues permite un proceso más 
ágil, basado en la práctica arbitral50. 

La legitimidad del soft law es a ve-
ces cuestionada por no nacer de los 
procesos legislativos tradicionales. Sin 
embargo, los procesos de elaboración 
de soft law son rigurosos, sofisticados, 
involucran a especialistas, y permiten 
la participación pública (por ejemplo, 
algunas instituciones arbitrales invitan 
al público a comentar sobre los bo-
rradores de los documentos que pro-
ponen)51. Obviamente, debe mitigarse 
el riesgo de que cualquier documento 
publicado en internet sea considerado 
soft law, y sólo aquellos instrumentos 
con ciertas características (respecto a 
sus autores, proceso de preparación, y 
contenido) deben considerarse apro-
piados; pero en la medida que reúnan 
estas características, no hay nada que 
impida a los árbitros su aplicación, 
incluso por el imperio de sus pode-
res inherentes52. El único límite sería 
la existencia de normas imperativas 
o principios de orden público que 
impidan la aplicación de dichos ins-
trumentos. Sin embargo, se trata de 
un obstáculo más bien teórico, ya 
que, por un lado, ninguno de ellos 

pretende sustituir al derecho estatal 
internacionalmente imperativo y, por 
otro lado, en la práctica es altamente 
improbable que exista una contradic-
ción entre ambos.

Con todo, el arbitraje aún se mantie-
ne demasiado oprimido por el dere-
cho nacional, a veces más de lo que 
los Estados realmente exigen. Si bien 
en los últimos tiempos el arbitraje ha 
transitado a paso firme hacia la di-
mensión transnacional, todavía res-
ta camino por recorrer. En el estado 
actual de evolución del arbitraje, es 
difícil caracterizarlo como un verda-
dero ordenamiento transnacional. Un 
aspecto clave de esta cuestión tiene 
que ver con el rol de la sede, como se 
discute en la siguiente sección.

2. ¿Es factible el arbitraje sin 
sede? 

Uno de los principales obstáculos en 
el camino del arbitraje hacia la trans-
nacionalidad es la aplicación casi dog-
mática del derecho de la sede. Los 
Estados, tienen un doble rol respecto 
al arbitraje; son tanto sus promotores, 
como sus reguladores, y han “cedi-
do” territorio en favor del arbitraje, a 
cambio de reservarse cierto grado de 
control53. En efecto, el arbitraje solo 
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puede existir y funcionar mientras los 
Estados lo permiten, al reconocer los 
acuerdos arbitrales y los laudos. Esta 
premisa da lugar a las teorías sobre la 
relevancia de la sede.  

Según una visión clásica, la sede es el 
alfa y el omega del arbitraje, en tanto 
el derecho de la sede es la fuente única 
de su existencia. Esta visión equipara 
al árbitro con un juez estatal, siendo la 
sede su “foro”. Del otro extremo, se 
desarrolló una visión que no recono-
ce ningún papel a la sede, postulando 
que el árbitro no tiene foro. Esta teo-
ría, que tuvo su apogeo en los años 
setenta, considera que el arbitraje pue-
de vivir totalmente desvinculado de 
cualquier ordenamiento jurídico na-
cional, rigiéndose únicamente por las 

llamadas reglas del comercio interna-
cional y la lex mercatoria, y confiando 
en los mecanismos de ejecución pro-
pios de la comunidad internacional de 
los negocios. Esta visión focaliza en el 
resultado del arbitraje (y no el origen), 
y en la comunidad de los Estados (y 
no en un Estado particular); siempre 
que el laudo cumpla ciertos requisitos, 
el mismo será reconocido en uno o 
varios Estados, confirmando a poste-
riori los efectos del arbitraje54. 

Lo cierto es que ninguna de estas vi-
siones se ajusta a la realidad. La pri-
mera omite que, a pesar de su depen-
dencia del derecho interno, el arbitraje 
es una criatura de la autonomía de la 
voluntad, pues nace con el consenti-
miento de las partes y se rige princi-
palmente por las normas procesales 
y sustantivas acordadas por ellas. La 
segunda ignora que el arbitraje solo 
existe en la medida que los Estados lo 
permitan55. 

Una visión intermedia, en cambio, 
focaliza en la naturaleza jurídica del 
arbitraje, concibiéndolo como un 
mecanismo contractual con implica-
ciones jurisdiccionales. Esta visión 
no implica que, por nacer de un con-
trato, el arbitraje no esté influenciado 
por el derecho nacional, pero resalta 
que la relación del arbitraje con la ley 

“el arbitraje aún se mantiene 
demasiado oprimido por el 
derecho nacional, a veces 
más de lo que los Estados 
realmente exigen. Si bien 
en los últimos tiempos el 
arbitraje ha transitado a paso 
firme hacia la dimensión 
transnacional, todavía resta 
camino por recorrer.”
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nacional se asemeja más a la de un 
contrato internacional que a la de un 
procedimiento judicial. Distinto a los 
procedimientos judiciales, el arbitraje 
carece de una conexión intrínseca con 
un único sistema jurídico que deter-
mine su existencia, funcionamiento y 
efectos. Al igual que con los contratos 
internacionales, cada Estado es libre 
de regular el arbitraje tan estricta o 
liberalmente como desee. La mayoría 
de los Estados aceptan que un contra-
to sea regido por la ley elegida por las 
partes y sometido a las cortes designa-
das por ellas, sin que ello lo convierta 
en parte del ordenamiento legal ele-
gido. En esa línea, la elección de una 
sede no atribuye a ese Estado ningún 
poder especial56. No debe olvidarse 
que, lejos de ejercer un rol judicial por 
mandato de un Estado particular, los 
árbitros administran justicia en bene-
ficio de la comunidad internacional; 
de modo que, un árbitro actuando 
hoy en Latinoamérica, no lo hará muy 
diferente mañana en Asia57.  

La mayoría de los ordenamientos na-
cionales contienen una norma esta-
bleciendo que su ley arbitral rige los 
arbitrajes que identifican a ese Esta-
do como sede, y que sus cortes esta-
tales tendrán jurisdicción sobre tales 
arbitrajes para determinadas cuestio-
nes de apoyo y de control de dicho 

arbitraje58. Esta no es más que una 
norma de conflicto de leyes y jurisdic-
ción que, bajo la influencia de la teoría 
“jurisdiccional”, utiliza la sede como 
factor de conexión para determinar el 
ámbito de aplicación de sus leyes y la 
jurisdicción de sus cortes. Sobre esa 
base, se considera que sólo el Estado 
de la sede pretenderá aplicar su legis-
lación y ejercer jurisdicción sobre el 
arbitraje, y que los demás Estados se 
abstendrán de hacerlo. Debe recono-
cerse que esta solución es ampliamen-
te aceptada, aunque sólo se trata de 
una regla de conducta (que, además, 
reconoce excepciones en diversos ór-
denes jurídicos), pues no existe nin-
guna obligación internacional en este 
sentido59. La Convención de Nueva 
York no establece una conexión in-
separable entre el arbitraje y la sede60. 
El único mérito que podría atribuir-
se a esta solución es que ofrece cierta 
certidumbre. Igualmente, no supera el 
hecho de que las normas domésticas 
muchas veces no se adapten a las par-
ticularidades del arbitraje y que varíen 
según la sede, contradiciendo la idea 
de transnacionalidad61. En fin, recu-
rrir a la ley de la sede no es la solución 
más apropiada ni la más confiable, 
sino solo la más fácil y habitual62.
La aplicación de la ley de la sede suele 
justificarse en que ella es elegida por 
las partes. Si bien las partes suelen 
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elegir la sede considerando su “ley 
de arbitraje” y la actitud de sus cor-
tes, ello no implica que deseen apli-
car ese ordenamiento nacional en su 
totalidad para cuestiones que no es-
tán cubiertas por la ley de arbitraje 
(aplicando, por ejemplo, los códigos 
procesales). Es por eso que los árbi-
tros no deberían verse obligados por 
la ley de la sede, ni cualquier otra ley 
nacional63. En cambio, deberían recu-
rrir a soluciones transnacionales en 
sintonía con las particularidades del 
arbitraje, sean inspiradas en derecho 
positivo, soft law, o en precedentes64. 
Obviamente, esta tarea puede dificul-
tarse cuando tales reglas no existen o 
no son evidentes, en cuyo caso, los 
árbitros deben animarse a ejercer sus 
poderes inherentes e idear soluciones 
específicas al caso concreto. Como se 
explicó arriba, la comunidad arbitral 
debe seguir elaborando tales normas 
transnacionales. Su uso repetido y 
responsable las irá haciendo, además, 
perfectamente previsibles.  

Hay quienes comparten esta postura, 
pero consideran que la libertad de los 
árbitros encontraría su límite en las 
normas y principios de orden público 
de la sede, que siempre deben respe-
tarse65. Lo cierto es que podría argu-
mentarse que ni siquiera estas normas 
son directamente vinculantes, aunque 

en la práctica devendrían aplicables si 
las cortes de la sede asumieran juris-
dicción, por ejemplo, en un recurso de 
nulidad. De todos modos, en todo lo 
que tiene que ver con el procedimien-
to arbitral, las cuestiones de orden pú-
blico usualmente estarán en línea con 
las normas transnacionales arbitrales, 
salvo que se trate de normas y prin-
cipios arbitrarios o idiosincráticos (y 
por ende “inexportables) simplemen-
te revestidos de un pretendido orden 
público66. 

En la práctica, es difícil imaginar un 
arbitraje totalmente abstraído del de-
recho interno, especialmente en tanto 
resulte necesaria la intervención de 
las cortes67. Un arbitraje podría ope-
rar sin sede, si los árbitros aplican 
normas transnacionales (que pueden 
provenir de la sede, o de otras fuentes 
de derecho positivo, de la práctica o 
del soft law), y no fuera necesaria la 
intervención de las cortes. Los árbi-
tros normalmente estarán inclinados 
a aceptar la jurisdicción de control de 
las cortes de la sede, en tanto estas la 
ejerzan dentro de los límites legales, 
puesto que las decisiones de estas cor-
tes pueden tener implicancias respec-
to a la ejecución del laudo68.

En suma, la aplicación automática del 
derecho de la sede es un obstáculo a 
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la transnacionalización del arbitraje. 
La relativa incertidumbre de admitir 
otras normas transnacionales no es 
mayor que aquella que surge del con-
flicto de leyes, donde un complejo 
algoritmo teórico abre la puerta a la 
potencial aplicación de múltiples le-
yes69. Más aun, cualquier incertidum-
bre por permitir al árbitro aplicar nor-
mas transnacionales se neutraliza con 
la posibilidad de calibrar su elección, 
aumentando así las chances de que 
su solución se adapte a las necesida-
des de la práctica arbitral y del caso 
concreto. 

V. Los desafíos del arbitraje 
transnacional 

1. Las derivas arbitrales 

La contracara de la gran expansión 
del arbitraje es que el excesivo afán 
por sofisticarse lo ha desviado hacia 
prácticas inconvenientes, ineficien-
tes, o inapropiadas. Algunas de estas 
prácticas se han convertido en habi-
tuales, contrapesando los beneficios 
del arbitraje. Estas se han dado en una 
variedad de áreas, y tanto de parte de 
los abogados, instituciones arbitrales, 
como árbitros. Esta situación presenta 
un desafío que la comunidad arbitral 
debe reconocer y tratar de resolver. 

Los siguientes son los ejemplos más 
salientes. 

A) Conflictos de interés. Los ár-
bitros tienen un rol crucial en el ar-
bitraje y por eso se han establecido 
mecanismos para asegurar su inde-
pendencia e imparcialidad. Como ya 
se explicó, esto influye directamente 
en la legitimidad del arbitraje. Las exi-
gencias sobre revelación de potencia-
les conflictos y las consecuencias de 
los conflictos reales, están reguladas 
con cierto detalle en los reglamentos 
arbitrales y sobre todo en instrumen-
tos de soft law y, más genéricamente, 
en algunos ordenamientos nacionales 
Estos instrumentos suelen prever un 
marco razonable para el deber de re-
velación, pero con el tiempo las prác-
ticas para su implementación se han 
vuelvo un poco inciertas. Ello ocurre, 
específicamente, respecto al grado 
de revelaciones que se espera de los 
árbitros, lo cual genera ciertas dudas 
en algunos de ellos (y en las partes) 
a la hora de realizar dicho ejercicio. 
Así, muchos árbitros prefieren, ya sea 
porque le dan la importancia debida 
a la legitimidad del arbitraje o ya sea 
para cubrirse de cualquier recusación 
y de eventuales ataques a la integridad 
del laudo (en particular, en determi-
nados países), hacer revelaciones am-
plísimas, que a su vez abren camino a 
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recusaciones frívolas. Esas situaciones 
suelen terminar en la renuncia o falta 
de confirmación de un árbitro que, 
en realidad, no tiene absolutamente 
ningún conflicto. Estas circunstancias 
generan un círculo vicioso que sólo 
demora innecesariamente la constitu-
ción del tribunal, además de afectar la 
legitimidad del arbitraje. 

Excesiva regulación. Con la expan-
sión del arbitraje, también aumen-
taron las exigencias de los usuarios, 
llevando a una proliferación de insti-
tuciones arbitrales, y desatando a una 
evidente competencia entre ellas para 
captar más usuarios; por ejemplo, me-
diante la actualización de sus reglas, la 
publicación de guías o notas prácticas, 
entre otras modalidades70. Si bien esto 
muestra diligencia, en algunas áreas la 
regulación se ha tornado excesiva, ge-
nerando más complicaciones que be-
neficios. Al respecto, los usuarios han 
mostrado preocupación por esta suer-
te de “judicialización” que conlleva 
una creciente formalidad procesal71. 
La sobre-regulación a veces proviene 
de las instituciones, y otras veces de 
las propias partes. Un ejemplo es la 
cantidad de reglas que las partes pro-
ponen incluir en la primera orden pro-
cesal. Otro ejemplo es el detalle de las 
reglas que proponen para organizar 
audiencias virtuales, algo que, si bien 

ahora es más habitual, siempre existió 
(cuando un testigo estaba imposibili-
tado de presentarse en persona) y no 
es tan complejo. Paradójicamente, esta 
“judicialización” del arbitraje ocurre 
al mismo tiempo que algunos Estados 
intentan “arbitralizar” sus cortes (ver 
sección siguiente). Esta sobre-regula-
ción resulta contraproducente porque 
cualquier intento de regular anticipa-
damente la totalidad de las situaciones 
posibles solo está destinado a fallar. 
Para frenar este fenómeno, debe re-
cordarse que una de las ventajas del 
arbitraje es la flexibilidad procesal, y 
que los árbitros están facultados para 
manejar el procedimiento como con-
sideren apropiado, lo que les permite 
adaptarlo a las necesidades específicas 
de cada caso. 

B) Tiempos y costos procesales. 
En los últimos años, los esfuerzos de 
las instituciones arbitrales han esta-
do dictados por las preocupaciones 
de los usuarios sobre los tiempos y 
costos procesales. Desde la óptica 
de los usuarios, la eficiencia significa 
que la disputa sea resuelta correc-
tamente, con celeridad, y al menor 
costo posible. Es en respuesta a ello 
que muchas instituciones han dise-
ñado esquemas de arbitraje “rápido” 
o “abreviado” (sino “supersónico”, 
como se denomina en la jerga a un 
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nuevo instrumento que se prepara en 
el marco de la CNUMI), establecien-
do plazos más cortos, obligaciones de 
eficiencia para los árbitros, y su pena-
lización en caso de incumplimiento. 
Este objetivo es entendible, aunque 
deben considerarse una serie de varia-
bles que inciden en la posibilidad de 
cumplirlo. El trabajo del árbitro re-
quiere analizar debidamente las cues-
tiones en disputa, los argumentos, la 
evidencia, y dictar una decisión com-
pleta y razonada. El tiempo y costo 
para completar este trabajo es pro-
porcional a la complejidad del caso. 

a) Respecto a los tiempos, los árbitros 
deben hacer sus mejores esfuerzos 
por dirigir el proceso con celeridad, 
aunque a veces son las propias partes 
(o sus abogados) quienes, con o sin ra-
zón, requieren tiempos mayores. Por 
ejemplo, cuando las partes acuerdan 
largos plazos para presentar escritos, 
o bifurcar el procedimiento, hay poco 
que el árbitro pueda hacer. Asimismo, 
la cantidad de documentos o autori-
dades legales que presentan las partes 
puede llegar a muchos miles de pági-
nas cuya mera lectura requiere varios 
días, sino semanas; y a veces sólo para 
finalmente encontrar que su utilidad 
es nula. Esto no significa que las par-
tes deban limitarse en la presentación 
de su caso, sino que ello debe integrar 

la ecuación del tiempo que puede to-
mar el proceso. 

b) Respecto a los costos, parece claro 
que se trata de otro frente de com-
petencia entre las instituciones, prin-
cipalmente mediante el ajuste de sus 
tasas administrativas y los honorarios 
de los árbitros. Sin embargo, el impac-
to de estos esfuerzos es limitado, pues 
es sabido que el mayor porcentaje de 
los costos se vincula con los honora-
rios de abogados y expertos.

Tanto los tiempos como los costos 
procesales se ven cada vez más afec-
tados por la creciente litigiosidad de 
las partes; otra preocupante tenden-
cia moderna. Esta litigiosidad se ma-
nifiesta, por ejemplo, en numerosas 
incidencias procesales de limitada 
utilidad, la excesiva producción de 

“...ventajas del arbitraje es la 
flexibilidad procesal, y que 
los árbitros están facultados 
para manejar el procedimiento 
como consideren apropiado, lo 
que les permite adaptarlo a las 
necesidades específicas de cada 
caso.”
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documentos, conferencias preparati-
vas de la audiencia para discutir deta-
lles logísticos menores, largos días de 
audiencia para examinar testigos que 
poco tienen que aportar, entre otras 
ineficiencias. No deja de ser tan curio-
so como paradójico que los mismos 
usuarios que se quejan de la lentitud 
y los altos costos, presionando a las 
instituciones públicas y privadas a in-
tentar paliar esos alegados defectos, a 
menudo instruyan a los abogados más 
caros y marrulleros del mercado. Los 
árbitros se encuentran entre la espa-
da y la pared, pues deben garantizar 
el debido proceso al mismo tiempo 
que velar por una eficiente resolución 
del caso. Los árbitros no deben temer 
en ejercer sus poderes inherentes para 
impartir el balance que consideren 
apropiado, sancionando si es preciso 
a las partes que abusan del proceso. 
Para ello, en primer lugar, es funda-
mental que los árbitros gocen de una 
legitimidad genuina. 

Todas estas derivas arbitrales pre-
sentan desafíos prácticos para el 
funcionamiento diario del arbitraje. 
Su impacto negativo es alto, pero a 
la vez es fácil erradicarlas. A dife-
rencia de otros problemas que re-
quieren cambios estructurales, estas 
cuestiones requieren principalmen-
te un cambio de actitud de todos 

los actores del arbitraje. Dicho eso, 
estas cuestiones no pueden subes-
timarse y deben solucionarse pron-
to para evitar que se conviertan en 
problemas más serios.

2. Los competidores del 
arbitraje transnacional 

El arbitraje comercial internacional 
ha logrado una coexistencia pacífica 
con otros métodos de resolución de 
controversias. Obviamente que cele-
brar la evolución del arbitraje no debe 
llevar a ignorar la existencia de otros 
mecanismos. Esos otros mecanismos, 
como la mediación, también ofrecen 
beneficios, y cuentan con su propia 
comunidad de adeptos que se esfuer-
za por innovar constantemente y me-
jorarlos para captar nuevos usuarios. 

A) Cortes estatales. El mecanismo 
judicial tradicional es (o debería ser) 
capaz de resolver las mismas disputas 
que se someten a arbitraje. De hecho, 
disputas sobre un mismo contrato 
pueden aterrizar en uno u otro foro 
dependiendo de lo establecido en el 
contrato, lo cual a veces depende de 
la preferencia de las partes, y otras ve-
ces del azar de quién haya redactado 
la cláusula de resolución de disputas 
la noche previa a la firma.
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Ahora bien, las controversias inter-
nacionales casi invariablemente invo-
lucran: (i) partes de distintos países 
(y culturas), (ii) más de una ley po-
tencialmente aplicable, (iii) pruebas 
situadas (o practicables) en diversos 
Estados, y (iv) más de un idioma, en-
tre otras particularidades que pueden 
presentarse en diferentes combina-
ciones. Si bien las normas que aplican 
las cortes también contemplan estas 
situaciones, sus soluciones suelen ser 
más rígidas. Basta pensar en la larga 
cadena de exhortos y certificaciones 
que algunos ordenamientos naciona-
les requerirían para obtener prueba 
documental en el extranjero, mientras 
que en un arbitraje internacional se 
accede a ello mediante un simple co-
rreo electrónico. Asimismo, no es tan 
común que un caso sea asignado justo 
a un juez especializado en la industria 
específica, sino que los jueces suelen 
especializarse en un área del derecho 
local (como el derecho civil, comer-
cial o administrativo). 

Claro que no se debe generalizar so-
bre las capacidades de las cortes, pues 
ellas dependen del país y su división 
particular. De hecho, así como el ar-
bitraje se ha ido “judicializando” un 
poco (ver la sección anterior), en algu-
nos países las cortes se han ido “arbi-
tralizando”72. Algunos países cuentan 

con cortes especializadas para ciertos 
tipos de disputas, e incluso admiten 
procedimientos en idiomas extran-
jeros, lo que muestra un alto grado 
de sofisticación. Este es el caso, por 
ejemplo, de la Corte de Tecnología y 
Construcción del Reino Unido73, así 
como del número creciente de cor-
tes especializadas en asuntos interna-
cionales (incluyendo el arbitraje) en 
países tan diferentes como Singapur 
(donde existe una corte especial, que 
incluye algunos jueces extranjeros) y 
Francia (donde la Corte de Apelacio-
nes de París cuenta con una división 
especial para asuntos internacionales 
comerciales, que permite el uso del 
inglés), entre otros74. 

Hasta el día de hoy no se aprecia que 
los usuarios estén prefiriendo dirigir-
se directamente a dichas cortes en 
detrimento de la opción por el arbi-
traje. Los casos arbitrales que llegan 
a las mismas son en general, con las 
diferencias de cada sistema específi-
co, los supuestos que habitualmente 
llegan a las cortes nacionales no es-
pecializadas. Habrá que estar atento 
a la evolución de estas nuevas cortes 
y al grado de atractividad que puedan 
ejercer. En este sentido, es importan-
te recordar el rol fundamental que ha 
jugado en la preferencia por el arbi-
traje, la “seguridad” brindada por la 
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Convención de Nueva York en la cir-
culación internacional de los laudos. 
Respecto de las decisiones estatales, 
está aún por verse que las convencio-
nes internacionales laboriosamente 
elaboradas en la Conferencia de La 
Haya (en particular, la de relativa a los 
acuerdos de elección de foro de 2005 
y, en cierta medida también, la de re-
conocimiento y ejecución de 2019) 
puedan desempeñar un papel similar 
respecto de las decisiones judiciales75.

Mediación. Quizás el mecanismo 
que ha ganado más territorio en los 
últimos años, incluso tomando cierto 
impulso en el arbitraje de inversión, 
es la mediación. De hecho, muchas 
instituciones, usualmente llamadas 
“arbitrales”, también ofrecen la admi-
nistración de mediaciones. En com-
paración con el arbitraje, los principa-
les beneficios de la mediación son los 
tiempos más cortos y costos más ba-
jos. Desde ya que una mediación exi-
tosa es más conveniente que un arbi-
traje, solo que su éxito depende de las 
partes y, en una medida considerable, 
del grado de litigiosidad alcanzado 
por ellas, pudiendo frustrarse y no lle-
var a ningún resultado. Ello, en cam-
bio, no ocurre en un arbitraje donde 
la parte demandada no puede impedir 
que se dicte un laudo. En la práctica, 
entonces, la conveniencia entre uno 

u otro mecanismo depende del tipo 
de controversia, de sus elementos de 
contexto y de la relación de las partes, 
algo que no puede predecirse al cele-
brar el contrato. Es por eso que, para 
balancear las ventajas de la mediación 
y del arbitraje, algunos usuarios optan 
por combinar ambos mediante cláu-
sulas “escalonadas” (Med-Arb)76. Vale 
resaltar que alrededor de la mediación 
también se ha construido una comu-
nidad profesional que promueve sus 
beneficios y trabaja para mejorarlos. 

En fin, es poco controvertido afir-
mar que, en el contexto amplio de los 
mecanismos de resolución de contro-
versias, el arbitraje ha logrado el pri-
mer lugar, y con todo mérito. En la 
práctica internacional, la mediación 
queda aún muy lejos, aunque está des-
pertando cada vez más interés. Por lo 
tanto, no debe ignorarse que existen 
otros mecanismos disponibles ade-
más del arbitraje, que también pue-
den ser apropiados (o incluso más 
convenientes) para ciertas categorías 
de disputas, los cuales seguirán evo-
lucionando. Quizás, no se trata tanto 
de una competencia, sino más bien de 
una sinergia que va empujando a toda 
la comunidad internacional a mejorar 
la efectividad de estos mecanismos. 
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3. Una nueva realidad creada 
por la inteligencia artificial

El presente y futuro del arbitraje in-
ternacional presenta interesantes de-
safíos en muchos campos. Un tema 
clave hoy en día es el impacto de la 
inteligencia artificial en su funciona-
miento77. Al respecto, se discuten sus 
posibles usos por parte de árbitros, 
abogados, y expertos, los recaudos 
necesarios para ello, y sus potenciales 
implicancias éticas78. 

En gran medida, las profesiones ju-
rídicas han sido bastante lentas en 
aprovechar las soluciones ofrecidas 
por la tecnología79. Así y todo, y si 
bien no a su máximo potencial, la tec-
nología está presente en el trabajo dia-
rio de abogados, expertos, y árbitros. 
Aun en cosas básicas de uso cotidiano 
damos por sentada la ayuda de la tec-
nología; por ejemplo, en: (i) la autoco-
rrección de textos; (ii) programas que 
permiten revisar miles de documen-
tos mediante funciones de búsqueda 
avanzadas; (iii) buscadores de juris-
prudencia; (iv) programas que tradu-
cen documentos, o realizan interpre-
taciones durante las audiencias (que 
son cada vez más precisas); (v) plani-
llas de cálculo con funciones automá-
ticas; o (vi) incluso el uso de la cal-
culadora80. Todas estas herramientas 

tienen funciones con alguna similitud 
a la inteligencia artificial, y no causan 
ninguna preocupación.  

Sin embargo, la cuestión ha tomado 
otro cariz con la llamada “inteligen-
cia artificial generativa”. Es decir, la 
inteligencia artificial ya no se limita a 
revisar bases de datos, encontrar in-
formación con características particu-
lares, e identificar ciertos parámetros. 
Hoy los algoritmos superdotados 
permiten que las plataformas de in-
teligencia artificial “aprendan” y ela-
boren sus propios productos, como 
escritos, presentaciones o similares81. 
Esto da lugar a otro nivel de uso y 
aprovechamiento, el cual ha captado 
la atención de la comunidad arbitral. 

A) Asistencia para-legal. La inteli-
gencia artificial presenta algunos de-
safíos, pero también grandes opor-
tunidades para mejorar o facilitar la 
práctica profesional, tanto de abo-
gados, como árbitros y expertos. Su 
uso responsable puede ayudar a rea-
lizar ciertas tareas básicas (o no tan 
básicas), por ejemplo, preparar resú-
menes, líneas de tiempo, borradores 
preliminares de ciertos documentos 
(como correspondencia o contratos 
básicos); y todo ello en tiempo récord 
y a un costo mínimo. En un nivel aún 
más avanzado, se discute si podría 
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ayudar a anticipar resultados de po-
tenciales arbitrajes, aunque ello es 
bastante más complejo82. Estos usos 
también permitirían moderar costos y 
tiempos de trabajo, lo cual sin duda es 
atractivo para los usuarios.  

B) Implicancias éticas. Una de las 
preocupaciones que se plantea es el 
riesgo del uso irresponsable de la in-
teligencia artificial. Este ocurriría, por 
ejemplo, si los profesionales confia-
ran ciegamente en ella, sin ocuparse 
de revisar sus productos o sus fuen-
tes. Claro que la inteligencia artificial 
no es perfecta, y existe el riesgo de 
que prepare productos imprecisos, 
con errores, o incluso falsedades. En 
un arbitraje, los abogados, expertos 
y árbitros son plenamente responsa-
bles de las comunicaciones, escritos, 
documentos, informes y laudos que 
presentan. Por eso deben revisar en 
detalle y ajustar cualquier producto 
preparado por estos medios, al igual 
que deben revisar cualquier producto 
preparado por sus asistentes. Muchos 
sostienen que deben tomarse medidas 
precautorias, pero no está claro cuáles 
serían esas medidas, ni sus objetivos. 

a) El mero uso de la inteligencia arti-
ficial no resulta en sí mismo proble-
mático. Por ejemplo, se ha reportado 
que algunos jueces en los Estados 

Unidos de América han ordenado a 
los abogados que informen si utili-
zan esta tecnología. Esto parece un 
tanto paranoico, pues nada tiene de 
malo utilizar inteligencia artificial, al 
igual que se utilizan tantas otras he-
rramientas tecnológicas a diario sin 
revelarlo. Más aun, tampoco es claro 
qué harían los jueces (o árbitros) con 
esa información. 

b) El uso irresponsable, en cambio, es 
problemático. Sin embargo, los pro-
blemas que se presentan no son tan 
distintos a otros existentes. En una 
conferencia a la que asistí hace poco, 
uno de los ponentes contó que una 
corte de Estados Unidos sancionó a 
un abogado por presentar un escrito 
preparado con inteligencia artificial, el 
cual refería a un precedente inexisten-
te. Ahora bien, no hay duda de que 
esta es una falta ética, pero ello es así 
al margen de si la cita falsa fue con-
secuencia del uso de la inteligencia 
artificial, del trabajo de un asistente, 
o de cualquier otra circunstancia; en 
última instancia, lo que se sanciona es 
la conducta negligente del abogado. 
De modo que las reglas éticas existen-
tes bien pueden cubrir, al menos, cier-
tos riesgos de la inteligencia artificial. 
La discusión acerca de la necesidad 
de su regulación y del alcance de la 
misma, con todo, está lanzada. Como 
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primera aproximación general, es ten-
tador afirmar, como es habitual en el 
arbitraje, que la comunidad arbitral 
debe evitar una excesiva regulación 
de este tema. Sin embargo, las parti-
cularidades de la cuestión indican que 
es importante estudiarlo, monitorear 
su evolución, y evaluar la necesidad 
de regularlo. En este sentido, algunas 
instituciones arbitrales han preparado 
guías para el uso apropiado de la in-
teligencia artificial, incluyendo instan-
cias en las cuales puede ser necesario 
revelarlo, así como la recomendación 
de no “delegar” la toma de decisio-
nes, como el contenido final de un 
escrito83.

C) Toma de decisiones. Otro pun-
to de discusión es si será factible re-
solver disputas, aunque sea sencillas, 
mediante la inteligencia artificial; es 
decir, si se le podrían “delegar” fun-
ciones decisorias a “algoritmos-árbi-
tros”. Por más impresionante que es 
el nivel actual de la inteligencia artifi-
cial y su perspectiva de desarrollo, con 
la información disponible uno abriga 
todavía ciertas dudas de que pueda 
realizar un trabajo comparable al de 
los árbitros, abogados, o expertos. 

En el arbitraje comercial internacio-
nal se ventilan disputas que pueden 
implicar una intrincada matriz fáctica, 

conceptos legales complejos (a veces 
sin precedentes), cuestiones comer-
ciales (como el objetivo de las partes 
al celebrar un contrato), usos y cos-
tumbres no escritos, cuestiones técni-
cas, entre otras variables84. Para resol-
ver estas cuestiones, se deben revisar 
escritos, documentos, autoridades 
legales, escuchar a testigos y analizar 
complejos informes de peritos. Todas 
estas tareas involucran algún grado 
de subjetividad que, indudablemente, 
la inteligencia artificial (todavía) no 
tiene85. Además, la expectativa de ca-
lidad de un laudo es sumamente alta 
y el nivel de escrutinio es muy riguro-
so, al punto que aun laudos dictados 
por árbitros muy calificados son oca-
sionalmente anulados. Así, la versión 
final de un laudo es, o debiera ser, 
considerablemente superior a lo que 
puede esperarse de la inteligencia ar-
tificial. Lo mismo es cierto respecto a 
los escritos de abogados o los infor-
mes de peritos86. 

En fin, la inteligencia artificial presen-
ta algunos desafíos porque habrá que 
acostumbrarse a sus usos, monitorear 
su evolución, y entender sus límites, 
pero al menos por ahora, lejos de 
poner en riesgo la profesión puede 
ayudar a mejorar su eficacia, siempre 
y cuando sea utilizada con diligen-
cia y responsabilidad. La comunidad 
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arbitral debe trabajar en este sentido, 
y debe hacerlo rápido porque la inte-
ligencia artificial es ya una realidad y 
avanza a pasos agigantados.  

VI. Reflexiones finales 

En las últimas décadas, el arbitraje 
experimentó una expansión global, 
consolidándose como el principal 
mecanismo de resolución para una 
amplia gama de controversias inter-
nacionales. En esa transición, fue 
forjando ciertos atributos que permi-
tieron su adecuado funcionamiento y 
evolución. Algunos de estos atributos 
se convirtieron en esenciales, como el 
principio de Kompetenz-Kompetenz; 

otros, en cambio, se volvieron un obs-
táculo para lograr una genuina legiti-
mación como ordenamiento transna-
cional, como la confidencialidad, la 
inmunidad absoluta de los árbitros, o 
la aplicación automática de la ley de 
la sede. 

Todo ejercicio de autoridad requiere 
legitimidad, por lo que no hay motivo 
para que los árbitros no respondan a 
estándares equiparables a la de otros 
decidores estatales e internacionales. 
Es por eso que, con la expansión del 
arbitraje, también aumentó su escru-
tinio, surgiendo cuestionamientos 
sobre su legitimidad; más serios en el 
arbitraje de inversión, pero también 
importantes en el arbitraje comercial. 
Los árbitros internacionales no solo 
resuelven disputas que sólo afectan 
a partes específicas, sino que sus de-
cisiones tienen un impacto más am-
plio en la gobernanza global. Por lo 
tanto, no basta su mera legitimidad 
a los ojos de las partes, o un Estado 
particular, sino que se requiere una le-
gitimidad hacia la comunidad global. 
Esta solo pude lograrse mediante: (i) 
la transparencia; (ii) la consistencia; 
(iii) la responsabilidad de los partici-
pantes, en particular de los árbitros; 
y (iv) la diversidad; todos elementos 
que se alimentan entre ellos. 

“...algunas instituciones 
arbitrales han preparado 
guías para el uso apropiado 
de la inteligencia artificial, 
incluyendo instancias 
en las cuales puede ser 
necesario revelarlo, así 
como la recomendación 
de no “delegar” la toma de 
decisiones, como el contenido 
final de un escrito.”



405

Diego P.  
Fernández Arroyo

El arbitraje transnacional: 
del exitoso presente al 
futuro incierto

“Los árbitros internacionales 
no solo resuelven disputas 
que sólo afectan a partes 
específicas, sino que sus 
decisiones tienen un impacto 
más amplio en la gobernanza 
global. Por lo tanto, no basta 
su mera legitimidad a los ojos 
de las partes, o un Estado 
particular, sino que se requiere 
una legitimidad hacia la 
comunidad global.”

El arbitraje moderno denota claras 
cualidades de transnacionalidad. Sin 
embargo, dicha transnacionalidad es 
más una metodología que un resulta-
do acabado. Para ello, el arbitraje debe 
operar acorde a sus propias reglas y 
principios y emanciparse de la aplica-
ción automática del derecho nacional, 
incluso del de la sede. Las normas 
transnacionales pueden plasmarse en 
instrumentos de soft law que sistema-
ticen las soluciones más aceptadas en 
el derecho positivo, así como las prác-
ticas que han demostrado ser virtuo-
sas. Desde ya, esta tarea va de la mano 
de una genuina legitimidad global. 

El arbitraje también enfrenta algunos 
nuevos desafíos. Su práctica masiva 
ha llevado a ciertas derivas arbitrales 
que entorpecen su funcionamiento 
adecuado. Por ejemplo, si bien la aten-
ción a los potenciales conflictos de in-
terés es fundamental para la legitimi-
dad, cuando ello es llevado al borde 
de la paranoia solo genera ineficien-
cias. Asimismo, si bien la comunidad 
arbitral debe responder a las crecien-
tes exigencias de los usuarios, debe 
hacerlo moderadamente, cuidando de 
no caer en una excesiva regulación o 
“judicialización”, lo que ya se ve en 
algunas áreas, tales como en los tiem-
pos y costos procesales, aspectos que, 
al margen de las nuevas regulaciones, 

dependen en gran medida de los pro-
pios usuarios. Estas cuestiones deben 
ser enderezadas para mantener las 
ventajas del arbitraje, no tanto respec-
to de otros mecanismos – que tam-
bién muestran signo de evolución –, 
sino de sí mismo. En otras palabras, 
sigo pensando que, como escribí hace 
casi veinte años, si contra alguien 
compite el arbitraje es contra sí mis-
mo, contra sus derivas indeseables.

La comunidad arbitral debe ser cons-
ciente de que el arbitraje, si bien es la 
primera, no es la única opción de los 
usuarios. La mediación también ofre-
ce beneficios atractivos y ha tomado 
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bastante tracción. Incluso algunas 
cortes, el mecanismo tradicional que 
los actores del comercio internacional 
llevan décadas queriendo evitar, se es-
tán reinventando, creando divisiones 
especiales para atender cuestiones in-
ternacionales. La evolución de estos 
“competidores” no debe percibirse 
como una amenaza, sino como un 
motor que impulsa al arbitraje a nue-
vos horizontes. 

En los próximos años veremos segu-
ramente la aparición de otras cues-
tiones novedosas, y el arbitraje cuen-
ta con todas las herramientas para 
adaptarse a ellas. La inteligencia ar-
tificial, por ejemplo, presenta varios 
interrogantes porque habrá que acos-
tumbrarse a sus usos y entender sus 
límites, pero también ofrece grandes 
soluciones para mejorar la práctica 
arbitral, siempre que sea utilizada con 
diligencia y responsabilidad. La co-
munidad arbitral debe monitorear su 
evolución, aunque evitando derivar en 
excesos regulatorios. 

En este contexto, el futuro del arbi-
traje se ve prometedor, aunque a la 
vez algo incierto. En estas épocas de 
cambio, es importante que la comu-
nidad arbitral entienda sus problemas 
actuales y sus desafíos futuros, y con-
tinue empujando hacia el lado de la 
evolución y el desarrollo responsable; 
en particular, las nuevas generaciones 
deben prepararse para tomar las rien-
das en la transición del arbitraje con-
temporáneo al arbitraje del futuro. 
Hace más de medio siglo, los Estados 
decidieron fomentar activamente el 
uso del arbitraje y sentaron las bases 
para el éxito que todos conocemos. 
La comunidad arbitral debe ser cons-
ciente de que ese favor tan decidido 
puede menguar e incluso desaparecer 

“En los próximos años 
veremos seguramente la 
aparición de otras cuestiones 
novedosas, y el arbitraje cuenta 
con todas las herramientas 
para adaptarse a ellas. La 
inteligencia artificial, por 
ejemplo, presenta varios 
interrogantes porque habrá 
que acostumbrarse a sus 
usos y entender sus límites, 
pero también ofrece grandes 
soluciones para mejorar la 
práctica arbitral, siempre que 
sea utilizada con diligencia y 
responsabilidad”
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si el arbitraje deja de ofrecer su pro-
verbial versatilidad como mecanismo 
coadyuvante de un comercio inter-
nacional sostenible y saludable. Cabe 
esencialmente a la comunidad arbitral 

disipar las incertidumbres acerca del 
futuro del arbitraje que aparecen, aquí 
y allá, ora como desafíos externos, 
ora como resultado de ciertas derivas 
internas.
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1.  La Convención de Nueva York impone a los Estados la doble obligación de: (i) respetar los 
acuerdos arbitrales (artículo II); y (ii) reconocer y ejecutar los laudos dictados en el extranjero 
(artículo V). Ver <https://uncitral.un.org/en/texts/arbitration/conventions/foreign_arbi-
tral_awards/status2>. El proyecto New York Convention Guide de la CNUDMI demuestra el 
uso generalizado de este instrumento, mediante la recopilación de casi 4.000 precedentes que 
provienen de los más variados Estados y entidades administrativas autónomas. Ver <https://
newyorkconvention1958.org/?opac_view=2&menu=491>.
2.    	 Ver el sitio web de la CNUDMI: <https://uncitral.un.org/es/texts/arbitration/
modellaw/commercial_arbitration/status>.
3.    	 S.W. Schill, “Developing a Framework for the Legitimacy of  International Arbitra-
tion”, en A.J. van den Berg (dir.), Legitimacy: Myths, Realities, Challenges, Kluwer Law Inter-
national, 2015, pp. 796-797.
4.    	 Ver la Encuesta de Queen Mary University of  London sobre Arbitraje Internacional, 
2021, p. 5 (Figura 1). Asimismo, casi la totalidad de las disputas entre inversores extranjeros 
y Estados soberanos son también resueltas de esa forma, salvo cuando el inversor no tiene 
acceso a tratados de inversión por su nacionalidad. Lo mismo ocurre, incluso desde hace más 
tiempo, respecto a disputas entre Estados (por ejemplo, territoriales), donde el arbitraje es uno 
de los mecanismos preferidos. 
5.    	 S.W. Schill, “Conceptions of  Legitimacy of  International Arbitration”, Amsterdam 
Law School Legal Studies (Research paper No. 2017-17), p. 7.
6.    	 D.P. Fernández Arroyo, “Nothing is for Free: The Prices to Pay for Arbitrabilizing 
Legal Disputes”, en L. Cadiet, B. Hess & M. Requejo Isidro (eds.), Privatizing Dispute Reso-
lution, Nomos, 2019, pp. 615-618; S. W. Schill (nota 3), pp. 796-797.
7.         Sobre estas cuestiones, ver E. Gaillard, “Sociology of  International Arbitration”, Arbi-
tration International, vol. 31, 2015, pp. 1-23.
8.    	 D.P. Fernández Arroyo, “El auge del Arbitraje frente al debate sobre su legitimidad”, 
XLI Curso de Derecho Internacional de la OEA, 2014, p. 263.
9.    	 Ver Sección [V.B], abajo, sobre “los competidores del arbitraje transnacional”.
10.    	 Por ejemplo, prácticamente todas las leyes y reglamentos arbitrales obligan al árbitro 
a aplicar los usos comerciales (ver artículo 28 de la Ley Modelo de la CNUDMI: “En todos 
los casos, el tribunal arbitral decidirá con arreglo a las estipulaciones del contrato y tendrá en 
cuenta los usos mercantiles aplicables al caso”).
11.    	 Ver M. McIlwrath, “Professionalizing Arbitration: A Response to the New York 
Times Articles on Privatizing Justice”, Kluwer Arbitration Blog, 4 de noviembre de 2015.
12.    	 Por ejemplo, en principio es difícil imaginar un caso comercial que justifique la parti-
cipación de terceros como amicus curiae o la transmisión pública de audiencias, lo cual es hoy 
bastante común en el arbitraje de inversión. 

*   Director del Programa de Arbitraje Transnacional y Resolución de Disputas de la Escuela 
de Derecho de Sciences Po (París); Presidente de la Academia Internacional de Derecho Ar-
bitral (París). Este trabajo, recoge en buena medida ideas plasmadas en trabajos anteriores. El 
autor agradece encarecidamente al siempre brillante Ezequiel Vetulli, quien se prestó a discutir 
sobre los temas principales abordados aquí, llevándolo a matizar algunas afirmaciones realiza-
das en otros ámbitos.
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13.    	 Pese a la importancia que ha tomado la discusión sobre la legitimidad del arbitraje, 
poco se ha dicho sobre el significado y alcance de este término, y las definiciones propuestas 
no son siempre consistentes. Ver S.W. Schill (nota 5), p. 4; S.W. Schill (nota 3), p. 791.
14.    	 Sobre todas estas cuestiones, ver D.P. Fernández Arroyo (nota 8), pp. 263-266.
15.    	 D.P. Fernández Arroyo, “The Legitimacy and Public Accountability of  Global Liti-
gation – The Particular Case of  Transnational Arbitration”, en H.-W. Micklitz & A. Wechsler 
(dirs.), The Transformation of  Enforcement, Hart, 2016, pp. 355-373.
16.    	 Es particularmente el caso de A. Mourre, “La légitimité de l’arbitrage”, Recueil des 
Cours, t. 427, 2022, pp. 211-288. 
17.    	 Por ejemplo, que un árbitro en particular no fundamente debidamente su laudo, que 
omita revelar un potencial conflicto, que cometa un error material, o falencias similares, no 
significa que la institución del arbitraje sea ilegítima, en tanto las mismas situaciones pueden 
presentarse con un juez. La discusión de legitimidad debe ser estructural y focalizarse en el 
arbitraje como órgano de la gobernanza global.
18.    	 S.W. Schill (nota 5), pp. 2-3, citando a C. Brower. 
19.    	 D.P. Fernández Arroyo & A. Senegacnik, “Global Governance’s Inescapable Legi-
timacy Conundrum: A Call to Reform International Commercial Arbitration”, en S. Kröll, 
A. Bjorklund & F. Ferrari (dirs.), Cambridge Compendium of  International Commercial and 
Investment Arbitration, CUP, 2023, pp. 1802-1824.
20.    	 Ver, por ejemplo, la Encuesta de Queen Mary University of  London sobre Arbitraje 
Internacional, 2021, p. 12 (Figura 8), sobre los deseos de los usuarios de mayor transparencia 
en la selección de los árbitros. 
21.    	 La posibilidad de controlar al arbitraje y los laudos podría legitimar el arbitraje, aun-
que esta no es una legitimidad general, sino limitada a la óptica del Estado que ejerza tal con-
trol en cada caso. 
22.    	 D.P. Fernández Arroyo, “Transparencia en el arbitraje de inversiones”, en A. Tanzi 
et al (dirs.), International Investment Law in Latin America: Problems and Prospects, Brill / 
Nijhoff, 2016, pp. 244-271. El potencial beneficio de la transparencia no se limita al arbitraje, 
sino que alcanza al desarrollo del derecho en general, incluso para las cortes estatales. Por 
ejemplo, la cabeza de los jueces de Inglaterra y Gales expresó abiertamente que el enorme 
número de casos sometidos a arbitraje unido al recurso generalizado a la confidencialidad es 
un obstáculo para el desarrollo del common law. Lord Thomas of  Cwmgiedd, Lord Chief  
Justice of  England and Wales “Developing commercial law through the courts: rebalancing 
the relationship between the courts and arbitration”, https://www.judiciary.uk/wp-content/
uploads/2016/03/lcj-speech-bailli-lecture-20160309.pdf.
23.    	 Por ejemplo, el Reglamento de la CNUDMI establece que “[p]odrá hacerse público 
el laudo con el consentimiento de las partes” (regla 34.5); el Reglamento de la LCIA (2020) 
establece que no se publican laudos salvo con el consentimiento de las partes (artículo 30); el 
Reglamento de la Cámara de Arbitraje de Milán (2023) establece una regla de confidencialidad, 
pero indica que la Cámara “puede” publicar un laudo redactado, salvo que alguna parte lo 
objete (artículo 8). Desde ya que los laudos también pueden hacerse públicos cuando llegan a 
las cortes estatales en virtud de un procedimiento de anulación. 
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24.    	 Nota a las Partes y Árbitros sobre el Manejo de Arbitrajes bajo el Reglamento de la 
CCI, 1 de enero de 2021, §§ 50-52.
25.    	 Por ejemplo, el Reglamento de Arbitraje de la CCI (2021), artículo 22.3.
26.    	 La situación es distinta en el campo del arbitraje deportivo y el relativo a los dominios 
de internet, donde la publicidad de los laudos es mayor.
27.    	 Nota a las Partes y Árbitros sobre el Manejo de Arbitrajes bajo el Reglamento de la 
CCI, 1 de enero de 2021, §§ 56-64.
28.    	 Ni siquiera en el arbitraje de inversión, donde el uso del precedente (debido a la 
publicidad de los laudos) es tan claro como amplio, puede decirse que se haya logrado una 
completa coherencia. Ni la publicación generalizada de los laudos, ni la implementación de un 
mecanismo autónomo de anulación en el marco específico del arbitraje CIADI, han impedido 
disparidades sobre ciertas cuestiones específicas (en algunos casos serias). Pese a ello, no puede 
negarse que existe un significativo grado de coherencia respecto de muchas otras cuestiones.
29.       Ver, en general sobre esta cuestión, D.P. Fernández Arroyo, “Los precedentes y la for-
mación de una jurisprudencia arbitral”, en E. Gaillard & D.P. Fernández Arroyo (dirs.), Cues-
tiones claves del arbitraje internacional, Universidad del Rosario / CEDEP, 2013, pp. 225-262; 
L.G. Radicati di Brozolo, “La valeur du précédent en arbitrage commercial international”, 
Revue de l’arbitrage, 2023, pp. 37-64. 
30.    	 D.P. Fernández Arroyo (nota 8), p. 271. Los precedentes no sólo son útiles cuando 
el derecho aplicable es el mismo, sino también cuando los contratos lo son, por ejemplo, en el 
caso de cláusulas estandarizadas (tipo “take or pay”), o de contratos modelo (como los contra-
tos de construcción FIDIC).
31.    	 Debe notarse que este elemento de legitimación del arbitraje refiere a instalar una 
práctica generalizada de seguimiento de los precedentes relevantes y bien razonados para lo-
grar consistencia. El resultado de un laudo particular que sigue o no los precedentes relevantes 
(lo cual ocurre al final del arbitraje) no podría afectar, para bien ni para mal, la legitimidad de 
los árbitros retroactivamente.    
32.    	 D.P. Fernández Arroyo (nota 8), p. 274.
33.    	 Por ejemplo, el respeto de los árbitros por el debido proceso de las partes es clave 
para legitimar el arbitraje. Ver J. Fry et al, The Secretariat’s Guide to ICC Arbitration, 2012, p. 
238 (§ 3-819).
34.    	 La responsabilidad subjetiva tiene dos dimensiones. De un lado, aquella por el rol de 
“adjudicador privado” del árbitro, por lo que sus deberes de independencia e imparcialidad 
son, mutatis mutandis, comparables a los de los jueces estatales. De otro lado, la responsa-
bilidad en su condición de parte contratante, que se ha obligado a cumplir los términos de 
su designación (directa o indirecta) por las partes. Ver D.P. Fernández Arroyo (nota), p. 276. 
Respecto a la importancia de las normas de independencia e imparcialidad para legitimar el 
trabajo de los árbitros en los casos de inversión, ver G. Kaufmann-Kohler, “Indépendance et 
impartialité du juge et de l’arbitre dans le règlement des différends entre investisseurs et États”, 
Recueil des Cours, t. 427, 2022, pp. 9-50. Más en general, una amplia visión comparativa se 
encuentra en G. Cordero-Moss (dir.), Independence and impartiality of  international adjudi-
cators, Intersentia, 2023.
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35.    	 D. P. Fernández Arroyo (nota 8), p. 275.
36.    	 Ibid., p. 279.
37.    	 Además de la relevancia del reglamento arbitral aplicable, el soft law cobra cada vez 
más influencia, por ejemplo, mediante los instrumentos preparados por la International Bar 
Association (“IBA”), los cuales gozan de gran aceptación en la práctica. Otro ejemplo son los 
Principios de la Haya sobre Estándares Éticos para Abogados ante Tribunales y Cortes Inter-
nacionales (2010) o, más recientemente, el Código de Conducta para Árbitros de la CNUDMI 
(2023).
38.    	 El Reglamento de la CNUDMI (2010), lo mismo que otros reglamentos, consagra 
la renuncia a “cualquier reclamación contra los árbitros, la autoridad nominadora y cualquier 
persona designada por el tribunal arbitral por actos u omisiones relacionados con el arbitraje” 
(artículo 16). Ver también, Reglamento CCI (2021), artículo 41. Los límites de esta renuncia 
son el derecho aplicable (que puede restringir el alcance de la misma) y la falta intencional.
39.    	 D.P. Fernández Arroyo & A Senegacnik (nota 19), p. 1818; J. Fry et al (nota 33), pp. 
421-422 (§§ 3-1533, 3-1535).
40.    	 Ver Tribunal Supremo español, Sentencia 362/2017, de 15 de febre-
ro, file:///Users/72334/Downloads/TSupremo%20Civil%2015%20feb%20
2017.pdf., comentario de R. Caivano en https://ar.ijeditores.com/mobile/pop.
php?option=articulo&Hash=2f9767a39417f21e93bec66c11e4c42c 
41.    	 Ver la Encuesta de Queen Mary University of  London sobre Arbitraje Internacional, 
2021, pp. 12 (Figura 8), 16 (Figura 10), 17 (Figura 11). Ver también C. Seraglini, “Who Are the 
Arbitrators? Myths, Reality and Challenges”, en A.J. van den Berg (dir.), Legitimacy: Myths, 
Realities, Challenges, ICCA Congress Series, Kluwer Law International, vol. 18, p. 605; S.D. 
Franck et al, “The Diversity Challenge: Exploring the ‘Invisible College’ of  International Ar-
bitration”, Columbia Journal of  Transnational Law, vol. 53, 2015, pp. 467, 496-497, 499; D.P. 
Fernández Arroyo & A. Senegacnik (nota 19), p. 1811.
42.    	 D.P. Fernández Arroyo, “El arbitraje de inversión en la nueva era: ¿motor o freno 
de los esfuerzos para combatir el cambio climático”, en Revista Argentina de Arbitraje (en 
prensa).
43.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo, “El rol de la sede en el arbitraje 
comercial internacional: una perspectiva minimalista”, Iurgium: Revista del Club Español e 
Iberoamericano del Arbitraje, 2023, pp. 10-11. 
44.    	 La transnacionalidad del arbitraje también se manifiesta en la aplicación de las le-
yes sustantivas. Ver G. Kaufmann-Kohler, “The Transnationalization of  National Contract 
Law by the International Arbitrator”, en Mélanges en l’honneur du professeur Jean-Michel 
Jacquet : le droit des rapports internationaux économiques et privé, LexisNexis, 2013, pp. 
107-120. Este aspecto se ha desarrollado un poco mejor, mediante la aplicación de principios 
internacionales (como los Principios de UNIDROIT), los usos y costumbres, o el derecho 
transnacional en sentido más amplio. Tiempo atrás, en un estudio que consultó a casi 3.000 
abogados, aproximadamente un tercio de ellos dijo conocer al menos un caso donde el con-
trato refería al “derecho transnacional”, y más del 40% conocía al menos un arbitraje en el que 
se utilizó dicho término. Otra encuesta (de 2010) encontró que aproximadamente el 50% de 
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los entrevistados utilizó el término “derecho transnacional” en un arbitraje. Ver J. A. Moreno 
Rodríguez, “La efectividad del arbitraje comercial internacional como mecanismo de solución 
de controversias”, Revista Argentina de Arbitraje, 2017, pp. 6, 8.
45.    	 L.G. Radicati di Brozolo, “¿Cuán transnacional es el arbitraje?”, Revista Argentina de 
Arbitraje, 2022, pp. 4, 6.
46.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo (nota 43), p. 11.
47.    	 LG. Radicati di Brozolo (nota 45), p. 6.
48.    	 Ibid., p. 7.
49.    	 Al respecto, ver la Sección V.1, más abajo.
50.    	 D.P. Fernández Arroyo (nota 6), p. 638. Por ejemplo, pese al éxito de las Directrices 
de la IBA sobre Conflictos de Intereses, dicha institución ha actualizado ese instrumento en 
2024 para adaptarlo a la realidad actual, teniendo en cuenta la frondosa experiencia práctica 
recogida en la aplicación de la versión original del instrumento.
51.    	 D.P. Fernández Arroyo, “Soft Law and Arbitral Procedure: a Conditioned but Ines-
capable Couple”, European International Arbitration Review, vol. 7-2, 2018, pp. 78, 81-83.
52.    	 Para una visión más matizada y ciertamente positivista de la cuestión, ver F. Dasser, 
“Soft law” in International Commercial Arbitration, The Hague Academy of  International 
Law, 2021, especialmente pp. 243-269. 
53.    	 D.P. Fernández Arroyo (nota 6), pp. 617-618, 620.
54.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo (nota 43), p. 2; E. Gaillard, “The 
Representations of  International Arbitration”, Journal of  International Dispute Settlement, 
vol. 1-1, 2010, p. 277.
55.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo (nota 43), p. 2.
56.    	 Ibid., pp. 2-3, 6-7. 
57.    	 E. Gaillard, “The Representations of  International Arbitration”, Journal of  Interna-
tional Dispute Settlement (nota 53), p. 278.
58.    	 Ver, por ejemplo, Ley Modelo de la CNUDMI, artículo 1(2).
59.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo (nota 43), pp. 4-6.
60.    	 El artículo V.1(e) de la Convención de Nueva York se limita a permitir (sin imponer) 
el no reconocimiento de los laudos anulados en la sede, y por lo tanto no atribuye a ningún 
Estado, incluido el de la sede, un poder absoluto sobre el arbitraje. De hecho, se conocen va-
rios casos donde cortes estatales admitieron la ejecución de laudos extranjeros, pese a haber 
sido anulados en la sede. Ver, por ejemplo, Hilmarton c. Omnium, Corte de Casación francesa 
(Caso No. 92-15137), 23 de marzo de 1994; Chromalloy c. Egipto, Corte del Distrito de Co-
lumbia (Caso No. 94-2339), 31 de julio de 1996; Comissa c. Pemex, Corte del Distrito Sur de 
Nueva York (Caso No. 13-4022), 27 de agosto de 2013.
61.    	 D.P. Fernández Arroyo & L.G. Radicati di Brozolo (nota 43), pp. 8-9.
62.    	 Ibid., p. 9.
63.    	 J.D.M. Lew, “Achieving the Dream: Autonomous Arbitration”, Arbitration Interna-
tional, vol. 22-2, 2006, pp. 188, 195.
64.    	 D.P. Fernández Arroyo (nota 29), p. 225; L.G. Radicati di Brozolo (nota 29), p. 37. 
65.    	 Ver J.D.M. Lew (nota 62), p. 196.
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66.    	 Ver al respecto F. Mantilla Serrano, “Towards a transnational procedural public poli-
cy”, Arbitration International, vol. 20-4, 2004, pp. 341-342.
67.    	 L.G. Radicati di Brozolo (nota 45), pp. 2-3. Un ejemplo cercano a un arbitraje autó-
nomo se presentó en un caso entre compañías brasileras y argentinas, donde la cláusula arbitral 
establecía que la sede del arbitraje sería en Montevideo, Uruguay, pero indicaba que los únicos 
recursos contra el laudo serían aquellos previstos en la ley argentina, y las cortes argentinas 
tendrían jurisdicción para resolverlos. Si bien no se trataba de un arbitraje sin sede, las partes 
le quitaron relevancia a la misma, mediante un amplio ejercicio de la autonomía de la volun-
tad. En virtud de esta cláusula, se presentó un recurso de nulidad en las cortes argentinas, lo 
que llevó a decisiones contradictorias entre estas y las cortes uruguayas, ambas pretendiendo 
ejercer jurisdicción de control. Ver D.P. Fernández Arroyo, “The curious case of  an arbitration 
with two annulment courts: comments on the YPF saga”, Arbitration International, vol. 33-2, 
2017, pp. 317-344.
68.    	 L.G. Radicati di Brozolo, “The Relation between Courts and Arbitration: Support or 
Hostility”, Opinio Juris in Comparatione, Artículo No. 7, 2012-1, pp. 7-9.
69.    	 Un ejemplo de la variedad de criterios posibles es la situación de la Ley de Arbitraje 
del Reino Unido (de 1996). La jurisprudencia inglesa había establecido que, a falta de acuerdo 
específico de las partes, el acuerdo arbitral se regía por la misma ley que rige el contrato sub-
yacente. Sin embargo, un proyecto de ley, cuya aprobación se considera inminente, cambiaría 
esta regla en favor de la ley de la sede.  
70.    	 Vale notar un aspecto en que esta competencia entre las instituciones se volvió injus-
ta o contraria a la propia razón de ser del arbitraje en tanto lleva a su “nacionalización”. Como 
advirtió Alexis Mourre, en algunos países como Rumania y Turquía se han adoptado políticas 
que obligan a los usuarios a utilizar instituciones locales específicas vinculadas al gobierno para 
ciertas disputas, incluso internacionales. Ver “We’re losing the ISDS fight, warns Mourre”, 
Global Arbitration Review, 19 de enero de 2024.
71.    	 J.A. Moreno Rodríguez (nota 44), p. 6.
72.    	 G. Antonopoulou, “The ‘Arbitralization’ of  Courts: The Role of  International Com-
mercial Arbitration in the Establishment and the Procedural Design of  International Com-
mercial Courts”, Journal of  International Dispute Settlement, vol. 14-3, 2023, p. 329.
73.    	 Ver: <https://www.gov.uk/courts-tribunals/technology-and-construction-court>.
74.    	 Ver M. Yip & G. Rühl, New International Commercial Courts – A Comparative 
Perspective, Intersentia / IACL, 2024.
75.    	 Ver la aguda – y ciertamente escéptica – contribución de L.G. Radicati di Brozo-
lo, “Competition between Cross-Border Dispute Settlement Mechanisms: Domestic Courts, 
Arbitration and International Commercial Courts – Procedural and Substantive Options for 
Litigants”, en National, International, Transnational: Harmonischer Dreiklang im Recht – 
Festschrift für Herbert Kronke zum 70. Geburtstag am 24. Juli 2020, Ernst und Werner Gie-
senking, 2020, pp. 447-458.
76.    	 Ver la Encuesta de Queen Mary University of  London sobre Arbitraje Internacional, 
2021, p. 5 (Figura 1), respecto al uso de combinaciones entre arbitraje y mediación. 
77.    	 Los temas de seguridad cibernética y protección de datos personales también son 
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novedosos y presentan algunos notables desafíos. En la Encuesta de Queen Mary University 
of  London sobre Arbitraje Internacional, 2021, muchos usuarios coincidieron en que el im-
pacto de las regulaciones europeas sobre protección de datos en el arbitraje aumentará (p. 30, 
Figura 20).
78.    	 Otro aspecto importante que excede el ámbito de este trabajo es el potencial de futu-
ros casos en los cuales el fondo de la disputa se vincule a la inteligencia artificial; por ejemplo, 
respecto a contratos para el desarrollo de estas tecnologías, o bien proyectos ejecutados me-
diante estas tecnologías. 
79.    	 Por ejemplo, tanto abogados como árbitros siguen redactando cientos de citas en 
notas al pie de sus escritos o laudos manualmente (lo que ocasionalmente da lugar a errores), 
pese a la cantidad de programas básicos que permiten hacerlo de manera automática.
80.    	 De hecho, aun el mejor experto económico seguramente encontraría bastante difi-
cultad para calcular un flujo de fondos descontados sin una planilla de Excel. Es más, posi-
blemente necesite bastante tiempo para hacer cada una de las cuentas básicas (de solo suma, 
resta, multiplicación y división) que llevan a ese cálculo. Sin embargo, ningún cliente pagaría 
esas horas de trabajo sabiendo que puede hacerse al instante con una calculadora. Y al revisar 
una planilla de cálculos Excel, nadie se pregunta si las funciones de dicho programa (o bien de 
una calculadora) son confiables, ni verifica esas cuentas manualmente.
81.    	 Para mayores tecnicismos sobre el funcionamiento de la inteligencia artificial, ver M. 
Scherer, “Artificial Intelligence and Legal Decision-Making: ¿The Wide Open?”, Queen Mary 
University of  London, 2019, pp. 5-8.
82.    	 Vale notar que algunos estudios demostraron cierta factibilidad de anticipar resulta-
dos en disputas homogéneas, aunque con notables limitaciones. Ibid., pp. 9, 15; L. Reed, “AI 
vs IA: End of  the Enlightenment?”, ICCA Congress, 2022, pp. 5-6.
83.    	 Ver Silicon Valley Arbitration and Mediation Center Guidelines on the Use of  Arti-
ficial Intelligence in Arbitration, Borrador, 31 de agosto de 2023. 
84.    	 Distinto podría ser la resolución de disputas pequeñas sobre cuestiones muy espe-
cíficas y casi estandarizadas. Por ejemplo, respecto al reembolso a un consumidor del boleto 
comparado para un vuelo que fue cancelado. 
85.    	 M. Scherer (nota 80), p. 22.
86.    	 A modo de experimento, el autor solicitó a una plataforma de inteligencia artificial 
preparar un artículo académico sobre el tema: “El Arbitraje Transnacional: del exitoso pre-
sente al futuro incierto”. El resultado fue impresionante porque en cuestión de segundos (ni 
siquiera minutos) obtuvo algunos breves párrafos bastante bien escritos y estructurados que 
identificaban cuestiones reales e importantes, llegando a una conclusión relativamente lógica. 
Dicho eso, ese “artículo” difícilmente hubiera sido aprobado para publicación, debido a su 
falta de profundidad, de fuentes, de reflexión sobre experiencias prácticas, entre varias otras 
cosas.
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